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PRÓLOGO 


Publico este libro, como contribución al estudio 
de la reforma de nuestra legislación social, que 
pronto tendrá que hacer el Congreso, bajo el impe- 
rativo de una necesidad pública urgente. 

La reciente reforma penal, es hija de la escuela 
socialista, fundada en las teorías de Roberto Owen, 
filósofo inglés, cuyas doctrinas sobre la responsa- 
bilidad individual no fueron aceptadas en la gran 
nación de su origen, donde todavía se conserva 
la pena de muerte, — pero han sido reconocidas 
en nuestro país, donde se ha suprimido, sancio- 
nando un Código Penal que ha dejado vacilantes 
nuestras instituciones sociales. 

La obra de ese filósofo, titulada «Ensayo sobre 
el carácter humano», apareció en 1812, así es que no 
puede llamarse moderna: basta esa fecha para de- 
mostrar que la teoría fatalista de la responsabilidad 
individual, sobre que se basa, no es una novedad. 

Esta reforma del nuevo Código Penal que ha 
socavado profundamente nuestras instituciones so- 
ciales, ha venido a reagravarse más, con la dero- 
gación de las leyes llamadas de defensa social, a 
tal punto, que ha quedado el país indefenso. La 
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escuela socialista ha triunfado en un Congreso en 
el que tiene un décimo de afiliados. 

Inglaterra, Francia, Bélgica, Alemania, España, 
en la Europa civilizada, los Estados Unidos de la 
América del Norte, es decir, los dos polos de luz 
que alumbran la marcha del género humano, man- 
tienen aquella pena que nosotros suprimimos con 
rara audacia, sin considerar la extensión de nuestro 
territorio, su desolada campaña, nuestro ambiente 
social, y la falta absoluta de cárceles adecuadas 
para la implantación del régimen de las prisiones 
con que se pretende substituirla, así como la abso- 
luta carencia de una estadística judicial de la 
delincuencia. 

Si a esto se agrega, la atrevida innovación de la 
condena condicional, por la que se da a los jueces 
comunes facultades y prerrogativas que se con- 
funden con las de indulto y conmutación de las 
penas, acordadas por la Constitución Nacional-al 
Poder Ejecutivo, y por las Constituciones de Estado 
a los Gobernadores de Provincia, se llegará fácil- 
mente a la conclusión, que del punto de vista de 
nuestro derecho público, se inviste a jueces comu- 
nes de prerrogativas propias de otros poderes de 
estado, pues la condena condicional no es en reali- 
dad sino la facultad de gracia disfrazada. 

Tal legislación traerá con la impunidad del delin- 
cuente, la propagación del delito, y la reacción de 
la opinión pública, contra una legislación deficiente, 
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que al iniciarse su aplicación, tiene ya como sar- 
cástica protesta de su eficacia, la monstruosidad 
del crimen de Bancks, que asesina todos sus her- 
manos y sobrinos para quedar como único heredero 
de sus víctimas. 

Es, pues, necesario prepararse a retomar el ca- 
mino abandonado, y restablecer con las correccio- 
nes debidas, una legislación que, si bien exigía 
reformas, no merecía su absoluta abrogación. 

A eso tiende la publicación de este trabajo que 
podrá servir de fuente de estudio, para preparar 
una legislación adecuada a nuestro país, trabajo 
que por haber sido incluído en las Memorias oficia- 
les, que generalmente van a los archivos, ha per- 
manecido ignorado. 

Otro de los trabajos que debieran ser consultados, 
es el titulado «Naturalización y expulsión de los 
extranjeros», erudita obra del doctor Francisco 
Alfonso, por la compilación de antecedentes patrios 
y extranjeros que el autor ha consultado minucio- 
samente, aun cuando debido a su larga ausencia 
del país, no se explica el silencio de los Ministros, 
en la discusión del Senado al tratarse del proyecto 
Cané, por falta de información adecuada, así como 


la desparpajada forma en que el senador Pérez 


trató al proyecto del Gobierno, a quien esos Minis- 
tros representaban en la discusión del Senado. 
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Buenos Ajres, Julio 28 de 1900. 


Al Honorable Congreso de la Nación: 


Cuando el señor Senador por la Capital, doctor 
Miguel Cané, presentó a esa Honorable Cámara, 
de que forma parte, el importante proyecto de ley 
reglamentando el derecho y los procedimientos 
para la expulsión de los extranjeros cuya perma- 
nencia en el territorio del país se considerase peli- 
grosa, los Ministros del Interior, Relaciones Exte- 
riores y Justicia fueron invitados por la Comisión 
de Negocios Constitucionales del Senado, que estu- 
diaba el proyecto, a cambiar ideas al respecto. 

Después de varias conferencias se convino en 
que el primero de los Ministros nombrados diese 
forma definitiva al pensamiento del gobierno, pro- 
yectando a su vez una ley que comprendiese todos 
los puntos que eran motivo de debates en la Comi- 
sión. | 

Cumpliendo aquella promesa, el Poder Ejecutivo 
tiene el honor de presentaros el proyecto adjunto, 
el que es más amplio en sus propósitos y tiene obje- 
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tos más permanentes. No es una simple ley de 
defensa social contra un peligro posible, sino que 
es la reglamentación del derecho que tienen los 
extranjeros de todos los países del mundo para 
entrar, permanecer y salir en y del territorio argen- 
tino, conforme a las leyes que reglamenten su 
ejercicio. 

El Múnistro del Interior, al preparar el proyecto 
adjunto, ha estudiado los principios que rigen la 
materia, armonizándolos con los intereses de la 
República, creyendo haber conseguido reunir en 
él las disposiciones necesarias para asegurar a todos 
los extranjeros habitantes en el país su permanencia 
en el territorio nacional, en tanto que respeten sus 
leyes, y armando a los poderes públicos de las 
facultades indispensables para defender el orden 
social y las instituciones. 

Explicado así el origen y los propósitos del 
adjunto proyecto, el Poder Ejecutivo no cree nece- 
sario fundar en detalle cada una de sus cláusulas, 
explicadas en sus alcances y en sus objetos por 
su propio texto y por la exposición de motivos 
que se encontrarán en la Memoria de ese Minis- 
terio, que será en breve repartida. 

Vuestra Honorabilidad, al tomarlo en conside- 
ración, debe recordar que una ley semejante a la 
que se proyecta es urgentemente reclamada, tanto 
más, cuanto que el desarrollo creciente del país 
atrae a nuestras playas, en la forma de inmigra- 
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FrLIPE YOFRE. 


LA DEFENSA SOCIAL 


ADMISIÓN Y EXPULSIÓN DE EXTRANJEROS 
EN EL TERRITORIO ARGENTINO 


Principios Generales 


La facultad de una Nación para admitir y ex- 
pulsar extranjeros de su territorio, tiene por fun- 
damento el ejercicio de su propia soberanía. 

En la República Argentina esa soberanía reside 
en el pueblo. 

No formando los extranjeros parte de la Nación, 
su aceptación y su permanencia en el territorio, 
es una simple cuestión de consentimiento y tole- 
rancia por parte del soberano de la tierra. 

Todo gobierno está obligado a velar porque la 
tranquilidad pública no sea alterada, porque no 
se perturbe el orden y se cumplan los deberes inter- 
nacionales. Es ese el objeto primordial con que 
el pueblo ha constituído sus mandatarios; de ma- 
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nera que éstos deben a aquél la garantía de la 
paz y el goce de las instituciones. 

Para realizar estos fines, cada Nación tiene el 
derecho, indiscutible, de juzgar las circunstancias 
y las condiciones en que puede admitir a los extran- 
jeros dentro de sus límites, fijando las reglas que 
autoricen su entrada y su permanencia en el terri- 
torio. 

Los publicistas y oradores parlamentarios que 
han combatido este derecho, hoy universalmente 
reconocido y ejercido por todas las naciones del 
mundo, no se apoyan en principios de derecho, 
sino en sentimentalismo de una amplitud y gene- 
ralidad inaceptables. 

«Yo soy de los que piensan que para la Francia, 
no existen extranjeros» — declamaba el Diputado 
Elovis Hugues, en la sesión del 24 de febrero de 
1882, interpelando al Ministro Freycinet, con mo- 
tivo de la expulsión del territorio francés de un 
extranjero que se había mezclado en ciertos acon- 
tecimientos políticos. Y el eminente publicista 
portugués Pinhein Ferreyra, enemigo implacable, 
no sólo de la expulsión, sino también de la extra- 
dición de los extranjeros, que considera «una fla- 
grante violación de los derechos imprescriptibles 
del hombre», llega a la conclusión de que, «no 
debe existir diferencia alguna entre el extranjero 
y los nacionales en cuanto al goce y al ejercicio 
de los derechos civiles, que no son otra cosa que los 
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derechos naturales de la seguridad, de la libertad 
y de la propiedad, garantidos por la ley del país; 
porque, — agrega, — allí donde hay identidad de 
motivos, debe también de existir identidad de dis- 
posiciones». 

Son estas ideas las que se invocan, para combatir 
el derecho econ que, cada Nación, expulsa de su 
territorio a los extranjeros que considera peligrosos; 
pero basta un breve examen de esas teorías, para 
reconocer que ellas no tienen fundamento legal 
alguno. 

Desde luego, la asimilación completa entre los 
ciudadanos de un país y los extranjeros, es con- 
traria a la naturaleza evidente de las cosas. La 
humanidad no ha formado, hasta ahora, y según 
todas las probabilidades, no formará jamás, una 
sola nacionalidad. 

Las distintas razas y los distintos climas que 
dividen el planeta, harán que siempre exista diver- 
sidad en las grandes agrupaciones humanas. 

Serán diversos pueblos los que no tengan idén- 
ticas aptitudes, ni idénticos gustos y  necesi- 
dades. 

Pero esto es un bien, porque al llevar cada raza 
o cada pueblo un rasgo característico, aunque ello 
engendre hostilidad, sirve de estímulo, viniendo 
así a ser la variedad de las naciones, una fuerza 
de incremento y de equilibrio en el progreso uni- 
versal. 
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Sería un inmenso error el que se cometería, 
pretendiendo trazar reglas generales para un im- 
perio gigantesco, que comprendiese a todos los 
pueblos de la tierra, sometiendo al mundo entero 
al yugo de un solo gobierno. Ese ideal, de reali- 
zación imposible, sería de existencia indispensable 
para que las teorías de los partidarios de la asimi- 
lación completa de los extranjeros a los nacionales, 
pudiese sancionarse en las leyes; pero, desde que 
no puede desconocerse la diferencia, en cuanto a 
las condiciones en que los unos y los otros se 
encuentran, la igualdad absoluta de derechos es 
imposible. 

Presta apoyo a esta teoría, el error en que incu- 
rren sus partidarios, pretendiendo incluir entre los 
derechos civiles, el derecho de permanecer en el 
territorio de una Nación. Para destruir por com- 
pleto este error, basta recordar las palabras de 
Paul Bernard, que en su tratado teórico práctico 
de la extradición, (tomo 2, pág. 617), dice: «De la 
asimilación de los extranjeros a los nacionales en 
cuanto al goce de los derechos civiles, no se debe 
deducir que se les ha otorgado los derechos políticos, 
UNO DE LOS CUALES ES EL DERECHO DE PERMANECER 
EN EL TERRITORIO. Los ciudadanos, propietarios 
indivisos del patrimonio nacional, no pueden ser 
despojados de su derecho de residencia. Las legis- 
laciones penales en los tiempos modernos esta- 
blecen rara vez la pena de destierro que la edad 
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media prodigó... Pero, en cuanto a los extran- 
jeros, pueden ser desterrados no solamente cuando 
han cometido un delito, sino también cuando han 
comprometido el orden público por actos que no . 
caen bajo la acción de la ley penal». 

Esta es la verdadera doctrina institucional, por- 
que ningún pueblo de la tierra podría colocar en 
idénticas condiciones a todos los hombres que 
habitan su suelo. Los ciudadanos tienen deberes 
e intereses comunes que no tienen los extranjeros. 
Mientras que aquéllos trabajarán unidos por el 
engrandecimiento y la prosperidad de su patria, 
éstos se preocuparán principalmente de su propio 
bienestar. 

Si las imprudencias de los ciudadanos o de los 
partidos nacionales, llegasen a comprometer la 
suerte de la patria, en el fondo tales actos no serían 
otra cosa que una demostración de su propósito 
de servirla; y en el caso de que la guerra fuese la 
consecuencia de los actos de los nacionales, éstos 
serían los que tendrían el deber de defender el 
territorio. 

No sucede otro tanto con los extranjeros; no 
teniendo vínculos políticos con la Nación en que 
viven, no tienen tampoco el deber de pagarle el 
tributo de su sangre y de su vida, cuando ella se 
los exigiera. Algo más; si una guerra estallase entre 
su patria de origen y la Nación donde residen, 
seguramente, los extranjeros sentirían sus simpa- 
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tías en favor de la tierra natal, y no pocas veces 
sus actos serían hostiles a la tierra en donde re- 
siden. 

La regla general es que la población de un país 
se compone de sus propios nacionales, de los que 
la habitan porque en él han nacido, en él se han 
casado, en él han tenido sus hijos; hablan el idioma, 
profesan la religión, tienen las costumbres que for- 
man la tradición de la patria, y en ella encuen- 
tran los medios naturales y fáciles para trabajar 
y vivir. De esta población así formada, suelen 
algunos separarse e irse a otros países, abando- 
nando el suyo. 

¿Por qué ha de tener en la tierra extraña adonde 
vayan, allí donde tal vez se hable distinto idioma, 
se profese religión diferente, se tenga costumbres 
diversas, las mismas prerrogativas y garantías que 
en la patria propia que abandonan? | 

El soberano del país adonde llega un extranjero, 
tiene el derecho de averiguar las intenciones y 
propósitos con que viene, porque de esas averigua- 
ciones resultarán las seguridades de que la paz y 
el orden públicos no están amenazados; pues, sil 
ese extranjero que llega trajese el propósito de 
alterarlos, el gobierno en uso de sus derechos de 
soberano le expulsaría del territorio, si ya hubiese 
penetrado en él, o impediría su entrada, si aún 
no hubiese atravesado la frontera. 

El que abandona su patria, es como el que 
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abandona a su familia. Sabe que, donde vaya, será 
sólo un huésped, que no tendrá más derechos que 
aquellos que el dueño de casa quiere acordarle. 
En la República Argentina acordamos al ex- 
tranjero las mismas libertades y derechos civiles 
que al nacional, pero se los acordamos a condición 
de que se conduzca como un huésped debe condu- 
cirse en casa ajena. Si se emplea la expulsión con- 
tra el extranjero peligroso y no se emplea contra 


el nacional,'es porque éste no tendría lugar alguno 


en la tierra adonde ir si fuese arrojado de su propia 
casa, en tanto que el extranjero debe suponer que 
siempre tiene su propio país como refugio. 

Si no puede volver a él, porque ha cometido 
delitos o actos que lo constituyen en un perseguido 
de la justicia, el territorio de las demás naciones 
no debe hallarse abierto para los criminales. 


La Grecia es la única nación que no tiene leyes 
que autoricen la expulsión de los extranjeros, y 
la sola que.se ha resistido siempre a formar trata- 
dos de extradición; y, como consecuencia de esta 
actitud, la Grecia es el país de cita de todos los 
malhechores que logran huir del país donde come- 
tieron sus crímenes. 

La Inglaterra, a pesar de que alguna vez dictó 
leyes en aquel sentido, hoy no tiene ninguna en 
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vigor; pero a esa Nación la defiende contra el 
anarquismo, en primer lugar, su posición geográ- 
fica, — isla separada del continente europeo — que 
hace más difícil la entrada y salida en su territorio; 
en segundo lugar, su idioma, que generalmente 
no es conocido de las clases obreras extranjeras, y, 
en tercer y principal término, sus instituciones que 
poco abrigo prestan a la revuelta y a la asonada. 

En cambio, en los países latinos y continentales, 
como la Bélgica, por ejemplo, donde las leyes de 
expulsión de los extranjeros han sido objeto de 
estudios parlamentarios más especiales que en 
ninguna otra Nación, se ha visto que, desde 1835 
hasta 1864, en que no existió ley alguna que auto- 
rizase la expulsión, fué considerada como la Grecia 
por los malhechores perseguidos, su preferente 
lugar de asilo. Así lo repiten muchos publicistas 
célebres, y, entre ellos, Fiore, en su Derecho Penal 
Internacional, tomo 1, pág. 117. 

La ley belga, de 7 de julio de 1865, tuvo por 
origen la declaración del Ministerio de que «la 
ausencia momentánea de una ley cuyo solo efecto 
conminatorio habría siempre sido saludable, había 
atraído a Bélgica un gran número de criminales 
de todos los países, y permitido a ciertos extran- 
jeros producir hechos capaces de comprometer la 
seguridad del país». 

Sería inútil ampliar más esta exposición, en 
cuanto al derecho absoluto, universalmente reco- 
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nocido al soberano para admitir la entrada y la 
permanencia de los extranjeros en su territorio y 
la facultad, siempre ejercida, de expulsarlos por 
motivos políticos, desde que ella está amplia y 
luminosamente demostrada en la exposición de 
motivos del proyecto del señor Senador Dr. Cané. 

Veamos ahora lo que expresamente se refiere a 
nuestro país, cón arreglo a nuestra propia Cons- 
titución. 
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Los extranjeros ante la Constitución 
Argentina 


Tres son las cuestiones jurídicas que este pro- 
yecto involucra, y cada una de ellas debe forzo- 
samente estudiarse a la luz de la Constitución 
Argentina. | 

Primera cuestión. — El derecho del extranjero 
para entrar y permanecer en el país con fines ho- 
nestos y permanentes. 

Segunda cuestión. — El derecho de asilo-que nues- 
tro territorio puede ofrecer al perseguido por la 
autoridad de otra nación. 

Tercera cuestión. — El derecho de nuestro Go- 
bierno para expulsar de nuestro territorio a los ex- 
tranjeros peligrosos para la paz o el orden público. 


Ad a 


La primera cuestión debe estudiarse a la luz de 
nuestra propia Constitución y de los principios 
generales del derecho de gentes. 

Estos últimos, en los tiempos modernos, no reco- 
nocen el derecho de una Nación para cerrar en 
absoluto sus puertas al extranjero. Si Vattel en 
su época, decía que una Nación puede cerrar sus 
puertas «en general a todo extranjero», justificando 
así a Francia y a los López en el Paraguay, Blunts- 
chli, en nuestros días, dice que, «ningún Estado 
tiene el derecho de impedir de una manera absoluta 
a los extranjeros la entrada en su territorio y de 
cerrar el país al comercio general». (Droit Intern. 
Cod. reg. 381). 

Este principio es la regla universal. La huma- 
nidad se reconoce con el derecho de gozar de todo 
su patrimonio esparcido en todos los puntos del 
elobo; y es. precisamente, con ese objeto que la 
civilización ha hecho de los mismos accidentes que 
servían para separar los pueblos, como los mares 
y los ríos, medio de más rápido e inmediato con- 
tacto, empleando al efecto la navegación. 

Pero si los publicistas de nuestra época están 
conformes en reconocer que el secuestro absoluto 
de una parte de la humanidad, no es permitido 
porque el comercio recíproco de los pueblos, es una 
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A ley de orden general que nadie puede violar; tam- 
“N 3 bién están conformes en reconocer que el extran- 
q jero que se expatria voluntariamente o forzado 
- por la persecución, sólo tiene el derecho de entrar 
mien el territorio de una Nación extraña, sometién- 
| dose a las reglas que esa Nación haya señalado 
3 para su admisión. 

0 Pocos son los países que en su Constitución Po- 
lítica, se hayan ocupado de las condiciones en que 
los extradjeros serán admitidos a confundirse con 
dl propios ciudadanos; pero muchos son los que 
Y lo han hecho en sus Códigos Civiles o en leyes 
Des especiales. 

y - La República Argentina, cuya Constitución fué 
he dictada en una época en que el desierto era el prin- 
cipal enemigo de nuestro progreso, sólo se ocupó, 
29 a este respecto, de aumentar la población. «Poblar 
; Y gobernar», decía el doctor Alberdi, y él, y los 
- Que con él seguían el movimiento progresivo de las 
libertades inglesas, creían en la eficacia del tra- 
bajo, hasta para la reforma de los criminales. 
La colonización penal de la Australia, antiguo 
4 - presidio de Inglaterra, convertido hoy en una de 
E las más florecientes dependencias de la Corona 
Británica, acaso hizo pensar a los hombres que 
A hicieran nuestra Constitución, como a muchos 
-criminalistas modernos, que la expatriación y el 


o abajo, po para reformar y perfeccionar al 
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Debemos, pues, preocuparnos al dictar esta ley, 
de la reglamentación que debe dar el Congreso a 
los artículos de la Constitución que tan amplia- 
mente favorecen al extranjero. 

Cada Poder Público, tiene la facultad exclusiva 
de interpretar el alcance de sus propias atribucio- 
nes, aplicando a aquella interpretación su propio 
criterio. Así se ve que la letra de la Constitución 
norteamericana, no ha cambiado durante más de 
un siglo, y sin embargo, la interpretación de las 
cláusulas ha sufrido modificaciones sustanciales, 
según la época y las circunstancias en que ella se 
hayan hecho. 

Cuando no en las Constituciones políticas como 
la nuestra, en los Códigos Civiles, como en el 
artículo 3 del Italiano, se acuerda a los extranjeros 
el goce de todos los derechos civiles de los nacio- 
nales; pero, como lo dice perfectamente Fiori, los 
derechos civiles son sólo aquellos que reglan las 
relaciones entre los particulares, y no los que 
rigen las relaciones que existen entre los habitantes 
de un Estado y la soberanía. Esta distinción existe 
desde el derecho romano. 

El extranjero, puede indudablemente, ejercer to- 
das las artes y las industrias, adquirir, enajenar, 
hipotecar bienes raíces, comparecer ante la justicia, 
hacer, en fin, todos los actos de la vida civil; pero 
esto no modificará sus relaciones jurídicas con el 
soberano de la tierra. Si para gozar de aquellos 
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derechos, el extranjero necesita estar y permanecer 
en el territorio del Estado, debe ante todo, arreglar 
su conducta de manera que ella le garantice el 
derecho de residir en el país, y ese derecho sólo 
lo poseen aquellos que proceden como las leyes 
lo mandan. 

Si se estudian las cláusulas de la Constitución 
Argentina, con criterio jurídico, se verá que no 
siempre que se emplea en ella las palabras hab:- 
tante y vecino, se refiere a los extranjeros. Á este 
respecto, basta recordar la jurisprudencia estable- 
cida por la Suprema Corte de Justicia Federal, 
interpretando las palabras «entre los vecinos de 
diferentes Provincias», y según la cual, la juris- 
dicción federal no procede en la causa, entre los 
extranjeros vecinos de diferentes Provincias, pot- 
que esa garantía de la jurisdicción federal, sólo 
se ha reconocido en favor de los crudadanos vecinos 


de diferentes Provincias. (Const. Nat., art. 100). 


Lo que es peculiar, propio de los extranjeros, 
en cuanto a derechos, es lo que establece el artículo 
20 de la Constitución, puesto que a ellos exclusi- 
vamente se refiere. Este artículo conviene tenerlo 
presente en su texto, para que mejor se comprenda 
lo que va a decirse a su respecto. Dice así: 


«Art. 20. — Los extranjeros gozan en el terri- 
torio de la Nación de todos los derechos civiles 
del ciudadano; pueden ejercer su industria, comer- 


cio y profesión, poseer bienes raíces, comprarlos 
y enajenarlos, navegar los ríos y costas, testar y 
casarse conforme a las leyes»........ 


Se ve que todos los derechos que este artículo 
enumera, son aquellos que están reglamentados y 
regidos por el Código Civil, al reglar las relaciones 
civiles entre particulares; pero, en parte alguna, 
se ha reconocido al extranjero el derecho de per- 
manecer en el país. 

Cuando se ha tratado del derecho de «entrar, 
permanecer, transitar y salir del territorio argen- 
tino», el artículo 14 de la Constitución Nacional - 
lo ha reconocido a «todos los habitantes de la 
Nación», pero sólo «conforme a las leyes que regla- 
menten su ejercicio»; de manera que, aún inclu- 
yendo a los extranjeros entre los «habitantes» que 
gozan de esos derechos, el Congreso tiene la facul- 
tad de dictar la ley que reglamente la entrada, la 
permanencia y la expulsión de esos «habitantes» 
del territorio argentino. 

Nada hay, pues, en la Constitución que impida 
la sanción de una Ley reglamentaria de esa dis- 
posición del artículo 14; y si al hacerlo, el Con- 
greso cree que debe armar al P. E. de la expulsión, 
como medio de impedir la alteración de la paz y 
el orden público, el Congreso no habrá hecho sino 
un uso discreto y correcto de sus facultades. 

Alguien ha pretendido que las prescripciones 
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de contenidas en el artículo 23 de la misma Consti- 
tución, que sólo autorizan, respecto de las perso- 
nas, en los solos casos de conmoción interior o 
E ataque exterior, a «arrestarlas o trasladarlas de- 
un punto a otro de la República, prohiben, táci- 
E tamente, la expulsión de los extranjeros, sin que 
la conmoción interior exista o se haya producido. 
y de | la invasión exterior ». 

Interpretar la Constitución en ese sentido, sería 
Es _violentar su letra y su espíritu. «Las personas» a 
que se refiere ese artículo de la Constitución, no 
som los «extranjeros». Estos siempre pueden ser 
motivo de medidas de remoción o de expulsión, 
haya o no conmoción en el país. Lo único que es 
-Imenester, es que la Ley haya acordado esa facul- 
tad al P. E. porque el derecho de los extranjeros 
para residir en el Territorio Argentino, está limi- 
pudo, por la Ley que reglamente su ejercicio. 

Si, como debe ser, esa Ley autoriza al Gobierno 
q Moro que en cualquier época pueda trasladar de 
Un punto a otro del territorio o para expulsar de 
él a los extranjeros peligrosos, el artículo 23 de la 
| pistitación no tendría aplicación alguna. 

3 La frase final de ese artículo «si ellas (las per- 
sonas) no prefieren salir fuera del Territorio Ar- 
- gentino» —es la que precisamente sirve para 
demostrar que la medida política que ese artículo 
, autoriza, sólo se refiere a los ciudadanos argentinos 
oy no a los extranjeros. 
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Como se ha dicho, los argentinos no pueden ser 
expulsados de su propio territorio, sino en virtud 
de una sentencia judicial o de destierro. El derecho 
mismo del extrañamiento como pena, ha sido 
discutido por algunos publicistas, cuando se trata 
de aplicarlo a los naturales. No pudiendo, pues, 
“ser expulsados los naturales, el artículo 23 autoriza 
sólo su remoción de un punto a otro del territorio; 
pero si ellos prefieren expatriarse, pueden hacerlo 
libremente. 


Si los extranjeros estuviesen comprendidos en 


la medida, el artículo 23 no habría dejado a la 


opción de «las personas» objeto de la medida, el 
derecho de salir o de permanecer en el país; habría 
decretado francamente la expulsión, pues que 


ningún extranjero puede permanecer en nuestro 


territorio, si está en connivencia con los autores 
de una conmoción interna o de una Invasión ex- 
terior. 
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La segunda cuestión constitucional que debe 


estudiarse, es la que se refiere al derecho del ex- 
tranjero para penetrar en el territorio argentino, 
amparándose en las promesas del preámbulo de 
la Constitución, y en las garantías del artículo 25 
de la misma. Este artículo prohibe que se restrinja 
ni se limite «la entrada en el territorio argentino 
de todos los extranjeros, que traigan por objeto 
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labrar la tierra, mejorar las industrias e introducir 
y enseñar las ciencias y las artes». 

Desde luego, ninguna Nación ha dictado leyes 
contra los extranjeros que vayan a su territorio, 
con alguno de los objetos que determina y-enu- 
mera ese artículo de nuestra Constitución. Tanto 
las leyes en vigor, como la que se proyecta, son 
leyes defensivas, protectoras de las sociedades, 
contra los malos elementos que vienen de los terri- 
torios extraños, sin ninguno de los propósitos 
honestos enunciados. 

Para «todos los hombres del mundo que quieran 
habitar el suelo argentino», y que lleguen a nues- 
tras playas con algunos de los fines que la Cons- 
titución ha previsto en el artículo 25, — las puertas 
de nuestra patria estarán siempre abiertas. Nin- 
guna ley les impedirá la entrada, ni les prohibirá 
la permanencia. 
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En lo que precedentemente se ha dicho, puede 
considerarse demostrado el derecho del soberano 
de la tierra para expulsar de sus dominios a cual- 
quier extranjero peligroso. Debe agregarse, que 
este derecho ha sido universalmente reconocido 
por todas las naciones al celebrar los tratados de 
extradición. No podría acordarse por ningún go- 
bierno la entrega de ningún extranjero, a requisi- 
ción de otro gobierno, si no se reconociese en aquél 
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el derecho de expulsar de su propio territorio a los 
extranjeros que se encuentran en condiciones de- 
terminadas. | 

La extradición comprende la posibilidad de que 
puedan ser sacados del territorio argentino, los 
extranjeros de cualquier nacionalidad, pues la única 
excepción que el derecho de gentes admite, es en 
favor de sus nacionales, cuya extradición se re- 
quiere por un gobierno extranjero. 

Las consecuencias de la extradición y de la 
expulsión son las mismas: en uno y otro caso, el 
extranjero sale del territorio por orden expresa del 
soberano. 

Hay, sin embargo, una diferencia inmensa entre 
la extradición y la expulsión. En la primera, hay 
un tratado, o por lo menos un contrato tácito 
entre dos naciones. En la segunda no hay sino la 
acción espontánea y voluntaria del soberano de 
la tierra. 

Para la primera, es menester una requisición 
sujeta a trámites y recaudos determinados. Para 
la segunda basta una simple indicación verbal, y 
aun no es necesaria esta misma, para que el P. E. 
proceda contra el individuo peligroso para la propia 
soberanía o para la de un Estado vecino o amigo. 

En la primera, el Estado que entrega al recla- 
mado cumple un deber ineludible. En la segunda, 
procede motu propio; es dueño y queda dueño de 
sus actos. Puede o no expulsar, y puede hacerlo 
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aún contra la voluntad del soberano de la patria 
del expulsado. 

Los tratados internacionales, incluso los de ex- 
tradición no afectan estas leyes de expulsión, por- 
que ellas son primordiales y superiores a aquellos. 
Por esto se ve que, en las estipulaciones que con- 
tienen, prohibiendo la expulsión de los extranjeros, 
establecen la excepción de los casos previstos en 
«las leyes vigentes» o «en vigor». 

Se ha pretendido que, «esas leyes» son las que 


existían a la época del tratado; pero hoy se reco- 


nocen que son «las leyes en vigor a la época de la 


expulsión», pues de lo contrario resultaría que se 


habría enajenado, en un tratado, la facultad legis- 
lativa de la Nación, para reformar las leyes ante- 
riores a ese tratado. 

No es posible hablar de la extradición y de la 
expulsión de los extranjeros, sin ocuparse del AsILo 
O REFUGIO, que se busca en un territorio, o que 
este territorio ofrece al extranjero. 

Jurídicamente, el asilo tiene dos faces diferentes. 
En un sentido, el asilo es el derecho que la anti- 
gúedad reconocía a todo hombre para ponerse a 
cubierto de toda persecución, penetrando en un 
recinto sagrado. En ese sentido hay algunos publi- 
cistas que, como Lord Coke en sus /nstitutes, 
llaman al territorio de las Naciones que viven en 


paz y amistad, «santuarios» inviolables, porque 


según Sapey, «el territorio de cada Nación, con- 


vertido en lugar sagrado, es un asilo, en la antigua 
y religiosa acepción de la palabra». 

En el otro sentido, el asilo es el derecho que 
cada país tiene para hacer de su territorio el refugio 
de todos los perseguidos, sean o no malhechores. 
Si ese derecho se lo arroga un Estado en un sen- 
tido absoluto, — como la Inglaterra durante mu- 
chos años, hasta que celebró sus tratados de ex- 
tradición, y la Grecia actualmente, — todo reclamo 
de criminales sería imposible, pues los malhechores 
estarían en sagrado mientras no salieran de sus 
territorios. 

El resultado de la adopción de las doctrinas que 
reconocen el derecho de «asilo», sería que todos 
los países estarían obligados a conservar, dentro 
de sus fronteras, a todos los malhechores que se 
refugiaran en su territorio, ya les fuesen o no recla- 
mados por el país donde cometieron sus crímenes. 

El asilo como derecho del perseguido y como 
derecho del soberano territorial, tuvo su razón de 
ser en la época en que el fuerte oprimía y perseguía 
al débil, porque sólo dominaba el abuso de la 
fuerza. Hoy pierde toda su importancia y sólo 
sirve para abrigo e impunidad de los culpables. 
La humanidad no tiene interés en que los crimi- 
nales tengan un lugar de refugio donde sus delitos 
no pueden ser perseguidos. 

Jurídicamente estudiado, el derecho de asilo no 
tiene apoyo filosófico, ni moral. 
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El criminal perseguido, ¿qué derecho puede in- 
vocar para pretender sustraerse al castigo de su 
delito, por el mero hecho de haber atravesado la 
frontera vecina al país donde cometió su crimen? 

Y el país que les presta asilo ¿qué derecho puede 
invocar para sustraer a ese criminal al castigo que 
merece, sólo por el hecho de que, cargado con sus 
delitos, se haya refugiado en su territorio? 

Esta falta de derecho en el individuo y en el 
Estado, ha dado formas definitivas a la extradi- 
ción de criminales. La legislación argentina, la 
acuerda, con tratados y sin tratados, sin más exi- 
gencia que la reciprocidad, consagrando así como 
un principio de derecho universal, que no hay 
asilo para los criminales, cualquiera que sea el país 
adonde huyan, después de cometer su crimen. 

Lo único que se ha reglamentado, es la natu- 
raleza de los delitos que dan lugar a la extradi- 
ción, excluyendo de éstos aquellos que tienen 
caracteres políticos o que, universalmente, no están 
incluídos en la legislación penal. 

-_ Desconocido en el individuo el derecho a tener 
un asilo forzoso en el país a cuyo territorio llega, 
el derecho del Soberano de la tierra para admi- 
tirle o no en sus dominios, es cuestión de conve- 
niencia propia, sin que el soberano del país del 
asilado pueda intervenir al respecto. 

Las leyes que reglamenten la admisión, perma- 
nencia y expulsión de los extranjeros, en el derecho 
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moderno, son leyes de carácter puramente inter- 
nas, y cada una, sólo tiene que consultar los inte- 
reses del mismo país que la dicta. Sus propias 
constituciones políticas determinarán a la vez, la 
extensión de facultades, que al respecto tengan 
sus autoridades, y cuál de éstas será la encargada 
de ponerlas en ejercicio. 


TIT 
Extensión de la facultad de expulsión 


Los tratadistas están conformes en aceptar la 
doctrina de Bluntschli contraria a la de Vattel, y 
por la cual se establece que, «ningún Estado puede 
impedir, en absoluto, a los extranjeros la entrada 
en su territorio y de cerrar el país al comercio en ge- 
neral». (Bluntschli, Derecho Intern. Cod. regla 381). 

Tratándose de una Nación determinada y no exis- 
tiendo con ella el «estado de guerra», la doctrina 
es la misma. Ningún país puede cerrar en absoluto 
las puertas de su territorio a todos los súbditos o 
ciudadanos de una Nación extranjera determinada. 

Sin embargo, los Estados Unidos, por razones 
más económicas que políticas, han dictado leyes 
sucesivas, restrictivas del derecho de los chinos 
de entrar y permanecer en el territorio de la Unión. 

Dos sentencias de la Suprema Corte Federal 
han declarado, por mayoría de votos, que esas leyes 
son constitucionales. 
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Esto no basta para darles autoridad decisiva, 
sobre todo cuando ellas son contrarias a las reglas 
admitidas del derecho internacional y a los prin- 
cipios sostenidos por los publicistas. 

No hay objeto en tratar ese punto, en este mo- 
mento, pero casl puede asegurarse, que si en vez 
de tratarse de la inmigración china, se hubiese 
tratado de la inmigración inglesa, alemana o rusa, 
difícilmente se hubiera guardado silencio por los 
gobiernos de esos inmigrantes, ante el texto de 
las leyes que cerraban colectivamente las puertas 
del territorio norteamericano a los súbditos de un 
país determinado, o expulsaban en masa a millares 
de habitantes de la Unión, sólo por pertenecer a 
una nacionalidad determinada. 


Es indudable que el derecho del soberano para 
expulsar del territorio propio al extranjero no está 
sujeto a la revisión de los gobiernos de la patria 
de los expulsados. Muchos tratados internacionales 
así lo reconocen, dejando el derecho de expulsión 
sólo sujeto a las leyes internas que lo reglamenten; 
en tanto que otros, establecen el deber del Go- 
bierno que ordena la expulsión, de hacer una 
comunicación motivada y documentada del hecho, 
al Gobierno de la patria del expulsado. 

La República Argentina no debiera jamás admi- 
tir tratados con esta última cláusula. Para justi- 
ficar esta afirmación, basta repetir las palabras 
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con que el publicista Desjardins juzga los tratados 
de la Francia con algunos países sudamericanos, 
en que esa disposición se consigna. < No son los 
habitantes del Perú, Honduras y de San Salvador, 
residentes en Francia — dice ese escritor — los 
que, en general, podrían darnos inquietudes ». 
« El Gobierno francés ha podido, pues, tratando 
con Estados secundarios y muy lejanos, subordinar 
sin inconveniente, EL EJERCICIO DE SU DERECHO, 
al cumplimiento de esas formalidades excepcio- 
nales». 

Pero, cuando se trata de extranjeros, ciudadanos 
o súbditos de naciones vecinas, entonces la Francia 
no admite ni exige que el derecho de expulsión 
se.someta al examen del Gobierno de la patria 
del expulsado. 

Hacer esto, será llevar los actos del soberano de 
la tierra al juicio de una Nación extraña; y esto 
es contrario a todo principio. 


IV 


Condiciones de los extranjeros que pueden 
ser expulsados 


No todos los extranjeros son iguales ante el de- 
recho. Los transeuntes, meros pasantes por el 
territorio, no pueden ser equiparados a los que ya 
han adquirido la residencia del derecho interna= 
cional privado. 
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Esta diferencia debe tenerla en cuenta la ley 
que reglamente el derecho de expulsión. 

Para los extranjeros que ya residan en el país 
puede ser que baste la simple remoción de un 
punto a otro del territorio, sin que sea menester 
recurrir desde el primer momento a la expulsión. 

Bluntschli, dice, que los extranjeros que han 
establecido un domicilio fijo en el país «tienen 
derecho a la protección de las leyes, con los mismos 
títulos que 'los nacionales». (Cód. Intern. Cód. 
regla 382). Muchas legislaciones han aceptado la 
doctrina aún cuando algunos publicistas piensan 
que precisamente esas condiciones de domicilio y 
afecto, debieran hacer que los extranjeros que las 
tienen no se prestasen a las seducciones de los 
revoltosos. : 

Sin embargo, es indudable que no son idénticas 
las condiciones en que se encuentra el extranjero 
advenedizo, prófugo, o simplemente transeunte y 
aquél que, no sólo tiene domicilio, sino que ha 
formado hogar y ha adquirido bienes raíces en el 
territorio que habita. La Ley, para ser equitativa, 
debe, pues, procurar armonizar las exigencias de 
la paz y seguridad del Estado, y los derechos del 
extranjero radicado y sobre todo de sus familias. 

La remoción puede producir los efectos de la 
expulsión, sin perjuicio de emplear también ésta, 
si, después de aquélla, el extranjero continuase su 
propaganda o su obra perniciosa. 


Carácter político de la expulsión 


Mucho se han ocupado los publicistas de discutir 
el carácter de la expulsión de los extranjeros, y 
con este motivo, de la autoridad que debe ejercer 
esa facultad. | 

Los que consideran que la expulsión es una pena, 
sostienen, como es natural, que el Poder Judicial 
es el único que puede y debe decretar la expulsión. 

Los que consideran que la expulsión es sólo una 
medida política de seguridad, no. reconocen sino 
en el P. E. atribuciones para adoptarla. 

En el estado actual de la ciencia, esta última 
es la doctrina aceptada. 

Para sostener que la expulsión es una pena, se 
dice que ella es idéntica al destierro que figura 
entre el número de las penas en el Código Penal. 

Desde luego podría objetarse que las diferencias 
principales, consisten en que la expulsión sólo se 
aplica a los extranjeros y no a los nacionales, se 
decreta por la autoridad política y no judicial, y 
no es castigo determinado de actos delictuosos, los 
previstos y penados por la Ley, que es lo que 
constituye el carácter determinante de la pena. 

Los efectos de la expulsión y del destierro pueden 
ser los mismos; pero sus condiciones no lo son. 
El impuesto pecuniario y la multa son también 
exacciones de dinero que se obligan a pagar, y, 
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sin embargo, el primero no es sino la contribución 
necesaria y forzosa de todo habitante de un país 
para formar el tesoro público, y la segunda es la 
pena en que se incurre por alguna infracción. 

Por otra parte, el destierro se impone como con- 
secuencia de un debate jurídico, en que se ha 
probado a un procesado que ha cometido el delito 
que se le imputa; en tanto que, la expulsión de 
un extranjero se produce sin proceso contradicto- 
rio, sin que exista acto punible que podérsele im- 
putar, y sólo porque, por sus procederes públicos 
o secretos, compromete la seguridad pública. 

Precisamente la expulsión, tiene el carácter de 
medida preventiva, y no represiva. 

El destierro, es la consecuencia de un delito 
cometido. La expulsión tiene por objeto impedir 
que el delito se cometa. 

En la legislación argentina, el destierro es la pena 
de los jefes de la sedición, en los delitos políticos, y 
del cómplice del adulterio, en los delitos privados. 

Estos actos caen bajo el imperio del Poder Ju- 
dicial. 

La expulsión no necesita de un acto determi- 
nado, concreto, para justificarse. Es medida de 


defensa social con caracteres exclusivamente polí- 
ticos. La autoridad administrativa es la única que 


puede saber cuál es la oportunidad de aplicarla. 
Se ha anunciado una reunión pública cuya con- 
vocatoria hace temer al Gobierno que en ella se 


produzcan disturbios. Se sabe que uno o varios 
extranjeros se preparan a concitar a las multitudes, 
fácilmente impresionables para que produzcan aso- 
nadas o se declaren en huelga los obreros. 

¿Qué debe hacer la autoridad? 

¿Esperar que los hechos se produzcan, para en- 
tonces perseguir judicialmente a los delincuentes? 
No. Debe anticiparse a los acontecimientos y pre- 
venirlos. Debe remover o expulsar a esos extran- 
jeros que violan las leyes del país, y, con su con- 
ducta, pierden los derechos a la hospitalidad. 


Como consecuencia de esta diferencia entre la 


expulsión, medida puramente política — y el des- 
tierro, pena impuesta a ciertos delitos — hay que 
reconocer que aquélla debe decretarse sólo por las 
autoridades políticas, y éste aplicarse sólo por los 
tribunales de justicia. 

La expulsión de un extranjero tendría más in- 
convenientes que ventajas si ella hubiera de ser 
ordenada por el Poder Judicial previo proceso y 
juicio contradictorio. 

La expulsión se produce siempre como conse- 
cuencia de la denuncia, o de las averiguaciones 


hechas por la Policía, de trabajos y planes secretos k | 


de algunos extranjeros, contra la tranquilidad del 
Estado en que habitan, o contra algún Gobierno 
o soberano de Estado. 

Si para expulsar a esos extranjeros del territo= 
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rio nacional, fuese menester producir un proceso, 
— en la mayoría de los casos los tribunales se nega- 
rían a decretar la expulsión, porque la falta de 
prueba de la existencia de un delito, haría que 
los Jueces se resistiesen a reconocer fundamento 
para la medida. 

Por otra parte, si se produjere un proceso en cada 
caso, sería menester renunciar a conservar el se- 
creto en muchos casos de política interna y externa. 

Para convencer a los Jueces de que el peligro 
existía, sería menester que la autoridad política 
pusiese en manos de los tribunales los informes 
más reservados de la policía, por más que en ellos 
se revelasen los peligros de conflictos interiores y 
tal vez exteriores, por más que esas revelaciones 
pudiesen conmover profundamente a la Nación, 
afectar las relaciones diplomáticas y estorbar la 
realización de operaciones financieras pendientes. 
Sería menester que el Ministro de Relaciones 
Exteriores fuese a repetir al Juez de la causa, las 
exigencias confidenciales de algún Gobierno ex- 
tranjero, que se creyese amenazado por los actos 
de extranjeros domiciliados en nuestro territorio; 
haciendo así públicos secretos de Estado. 

Por otra parte, la expulsión de un extranjero 
peligroso, es medida que, muchas veces, debe adop- 
tarse sin demora; y esto sería imposible si ella 
dependiera de los procedimientos lentos y múltiples 
de un proceso criminal. 
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Estudiando la cuestión por su lado institucional, 
la intervención del Poder Judicial es aún menos 
admisible, en los casos de expulsión de los extran- 
Jeros. 

Los Jueces tienen por misión aplicar las leyes 
dirimiendo las cuestiones contenciosas y castigando 
los delitos o infracciones. 

La seguridad, la paz y el orden públicos, no 
están bajo su custodia y cuidado. Son sólo los 
poderes políticos del Estado los encargados de velar 
por ellos, y, mezclar a los Jueces en esa tarea, 
sería, a la vez, darles atribuciones en la dirección 
política de los asuntos de Estado y disminuir la 
responsabilidad que, a ese respecto, debe sólo pesar 
sobre los poderes encargados de mantener el orden 
en el interior y las buenas relaciones diplomáticas 
en el exterior. e: 

Son estos, precisamente, los principales fines del 
Gobierno político de una Nación. y ambas cosas 
están íntimamente ligadas con la residencia de los 
extranjeros, dentro del territorio de la Nación. 

La seguridad y el orden público internos pueden 
ser alterados por la propaganda sediciosa, la aso- 
nada u otros actos del anarquismo, producidos 
colectivamente, o por actos individuales contra el 
Jefe del Estado, sus Ministros u otros funcionarios. 

Las buenas relaciones internacionales pueden ser 


interrumpidas o perjudicadas por la conducta de 


los extranjeros residentes en el país, si se mez- 
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clasen en conspiraciones o movimientos revolucio- 
narios contrarios a las naciones vecinas. 

Para evitar todo esto, no es la vía judicial la 
más rápida y segura. Prevenirlo es lo esencial; y 
sólo se conseguirá esto con la remoción o expulsión 
de los extranjeros peligrosos. 

Producidos los actos delictuosos, ya no habrá 
caso de expulsión, sino de represión o castigo. El 
Poder Judicial será entonces quien tenga misión 
que llenar. 


vI 
Casos de expulsión 


Desde su origen, la facultad de expulsar, dada al 
P. E., era ilimitada. Se extendía a todos los casos 
en que el P. E. lo encontrase conveniente. Así era 
la Ley de 1849 en Francia y no ha sido modificada. 

Más adelante, una reacción se produjo, y algu- 
nos publicistas han exigido que se determinen 
taxativamente los casos de expulsión. La Bélgica 


fué la iniciadora del movimiento reaccionario, y 


Haus, uno de sus más eminentes criminalistas, fué 
uno de los autores de la reacción. Sometidos los 
proyectos en ese sentido a las Cámaras, en Francia, 


como en Bélgica, fueron rechazados, después de 


mucho estudio, porque se dijo que: «Adquiriendo 
los hechos su importancia de los acontecimientos 
en medio de los cuales se producen, — y, precisa- 
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mente porque las circunstancias varían, — un acto 
que puede ser peligroso hoy, dejará de serlo ma- 
ñana. Por tanto, sólo el Gobierno puede apreciar 
a cada hora lo que interesa a la paz y al orden 
público». 

La argumentación se ha aceptado, reconocién- 
dose, sin embargo, que es posible el abuso; pero, 
admitiéndose que, este mismo es muy difícil, por- 
que, como la medida se ejercía sobre extranjeros, 
cuando ella se convirtiese en actos arbitrarios o 
vejatorios, los gobiernos de los países lesionados 
con las expulsiones, reclamarían de ellas, produ- 
ciendo una situación falsa y difícil al pueblo que 
así violara sus deberes internacionales. 

Precisamente, por esa misma dificultad de seña- 
lar todos los casos de expulsión, es que se reconoce 
que el Gobierno no debe fundar sus decretos de 
expulsión. Todo lo que se ha dicho respecto de los 
inconvenientes de someter los casos al Poder Ju- 
dicial, puede decirse de los fundamentos de los 
decretos de expulsión. 

Por otra parte, en muchos casos, no sólo el inte- 
rés del Estado, sino hasta el del mismo expulsado, 
puede hacer que el P. E. oculte los motivos de la 
expulsión. Lo que la seguridad pública exige, es 
que el extranjero peligroso salga del país. Las 
causas importan poco. Hay además que tener en 
cuenta que los fundamentos de una sentencia, tie- 
nen por objeto apoyar la justicia del fallo, y si 
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éste no es definitivo, aún con mayor razón necesita 
esos fundamentos, para procurar que el superior 
lo confirme. 

En los casos de expulsión, esos fundamentos son 
innecesarios, desde que nadie puede anular el 
decreto. Este puede ser arbitrario y largamente 
fundado; por el contrario, puede ser justo y sin 
fundamento alguno. Los efectos de ambos serán 
idénticos, y, si los gobiernos de los países de los 
expulsados reclamasen, lo mismo podrían hacerlo 
en uno como en otro caso. La Ley no debe exigir, 
pues, que el P. E. motive sus decretos de expulsión. 

Entre los casos de la expulsión que la Ley debe 
enumerar, se cuenta uno que figura en muchas 
leyes extranjeras. 

Nos referimos a los extranjeros condenados por 
los tribunales argentinos, que después de cumplir 
su pena vuelven al seno de la sociedad. 

Si se reconoce como regla universal, el derecho 
de expulsar a los extranjeros, que han sido conde- 
nados por los tribunales de otras naciones, con 


más razón debe reconocerse ese derecho, cuando 


se trata de extranjeros que han violado las leyes 
de la hospitalidad, cometiendo crímenes y delitos 
dentro del territorio que los hospeda. 
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Las leyes de expulsión son federales 


En la República Argentina, cuya Constitución 
ha creado dos gobiernos políticos con atribuciones 
distintas — la Nación y la Provincia — aun cuando 
deben actuar sobre el mismo territorio, es menester 
que las leyes en que se reglamente la admisión, 
la permanencia y la expulsión de los extranjeros, 
se dicten de manera que no puedan producir con- 
flictos de jurisdicciones, que concluyan por hacerlas 
Ineficaces. 

En esta clase de leyes, más que en cualesquiera 
otras, ese peligro existe; porque tratándose de per- 
sonas cuyos actos son los que deben determinar 
la conducta y los procederes de la autoridad a su 
respecto, es menester armonizar en ellas la auto- 
nomía relativa de las autoridades de Provincia, 
en el juicio de los hechos que se producen en su 
territorio, con los propósitos eminentemente fede- 
rales que esas mismas leyes se proponen atender. 

El Congreso Nacional tiene sus atribuciones taxa- 
tivamente enumeradas en el artículo 67 de la 
Constitución Federal; y es sólo en los incisos de 
ese artículo, donde debe buscarse la facultad de 
dictar leyes que reglamenten la introducción, per- 
manencia y expulsión de los extranjeros en el terri- 
torio de la República. 
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E Facultades de los Gobiernos de Provincias 
E - Se ha dicho que la expulsión debe considerarse 
Moo una atribución federal. Algunos escritores la 
han impugnado como contraria al sistema repu- 
E - blicano y a los principios democráticos. Sin em- 
Mco. en la Constitución Federal de la República 
- Suiza, esa facultad está expresamente consignada, 
y distintas leyes de los Estados Unidos y la Francia 
— también la contienen. 
Lo único que se ha discutido es si, siendo esa 
J > facultad una atribución de soberano, pueden usar 
de ella los Prefectos de Departamentos en el sistema 
Mario, o los Gobernadores locales de Estado, 
A de Provincia o de Cantón, en las repúblicas fede- 
Ea. rales y confederaciones. 
Teóricamente, es indudable que sólo el repre- 
- sentante político de la soberanía debe ejercer la 
ES > facultad de expulsión de los extranjeros. Práctica- 
mente, la expulsión se produce, tanto por orden 
do los Gobiernos locales, de Estado o de Cantón, 
e cOmO por orden del Gobierno central. 
S a En los Estados Unidos, antes de las leyes de 
É persecución contra los chinos, varios de los Estados 
de la Unión habían dictado leyes locales referentes 
2 y derechos de los extranjeros; y entre otras, algunos 
Estados se arrogaron la facultad de expulsar a los 
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extranjeros. Jamás la Corte Suprema Federal ha 
tenido ocasión de pronunciarse respecto al ejercicio 
de esa atribución por un Gobierno local; pues las. 
únicas sentencias en que se ha estudiado esta ma- 3 
teria, ha sido con motivo de actos del Gobierno 
Federal. 3 

En Suiza son muchos los casos en que los Go- : 
biernos locales de los cantones, han decretado la A 
expulsión, pero esa orden no ha sido definitiva, | 
necesitando ser confirmada por la Dieta Federal. - 

En la República Argentina podría adoptarse un 3 
sistema análogo. Podría reconocerse en los Gobier- : 
nos de Provincia, el derecho a pedir la expulsión 
de los extranjeros que, dentro de su territorio, se 4 
hagan peligrosos; podría reconocérseles la facultad 
de detener a los que en esas condiciones se colo- 
quen hasta obtener la orden de expulsión, pero 
sólo el Presidente de la República debe tener poder - 
para mandar salir a un extranjero del territorio 
argentino. ? 


1X 3 
La intervención judicial 


Como no puede dejarse al P. E. la facultad de 4 
abusar de sus atribuciones de expulsión, deteniendo | 3 
indefinidamente a cualquier extranjero, la Ley debe 4 
señalar el máximum de tiempo que puede 8 
esa detención. Vencido ese término, el caso debe 
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convertirse en uno de detención indebida, sujetán- 
dolo al procedimiento del habeas corpus. , 
Lo mismo debiera procederse en los casos en 
que los Gobernadores de Provincia, detengan a 
algún extranjero a la espera de la resolución del 
Presidente de la República respecto de su expul- 
sión. 
- En los demás casos debe prohibirse al Poder 
Judicial admitir recurso alguno contra las órdenes 
de remoción o expulsión de extranjeros. No basta 
que los Jueces declaren bien ordenada la expul- 
sión. Es menester que no detengan la ejecución 


-de las órdenes, formando procesos inútiles e impro- 


cedentes. 
Lo mismo sucedería si, una vez dictado por el 
P. E. un decreto de expulsión o remoción, el extran- 


jero, objeto de la medida, pudiese sustraerse a ella, 
pidiendo carta de ciudadanía argentina. 
La Ley debe prohibir esta superchería. 
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o. RROYECTO* DEA 


El Senado y Cámara de Diputados, etc. 


CAPÍTULO 1 


De la admisión de extranjeros en el territorio 
de la República 


Artículo 19 — El derecho de entrar y permanecer añ 
en el país, que la Constitución acuerda al extran-- A 
jero, es correlativo de los deberes que las leyes leg * 
imponen, de manera que ningún extranjero podrá 
alegar derecho para permanecer en la RO :3 
fundado en el hecho de que su acceso al territorio 
le había sido permitido. 

Art. 22 — El P. E. podrá prohibir la entrada en E 
el país, de cualquier extranjero que se encuentre = 
en las circunstancias siguientes: 0 


a) Ser un prófugo de una cárcel, o un perse= 
guido por una autoridad extranjera, acu 
sado de haber cometido alguno de los deli- ¡ 
tos que dan lugar a la extradición, con | 
arreglo a los tratados internacionales o a 
los principios del derecho de gentes. d 3 

b) Haber tomado parte en asonadas O acon= 


tecimientos anarquistas, en su propio país 
o en cual otro. 


; 


A 
0 rechazo. 


A 


c) Estar afiliado a alguna de las sociedades 
secretas conocidas universalmente con el 
nombre de «anarquistas». 

d) Haber sido “condenado por delito común 
contra las personas o la propiedad, y en- 
contrarse aún sometido a la vigilancia poli- 
cial, después de cumplida su pena aflictiva. 


Art. 32 — Las averiguaciones y defensas a que 
den lugar los casos previstos en el artículo anterior, 
se harán breve y sumariamente, ante la autoridad 
administrativa que el P. E. designe, en el punto 
de arribo del extranjero, pudiéndose impedir su 
entrada en el territorio, hasta tanto se resuelva, 


“por el Presidente de la República, lo que estime 


conveniente sobre su admisión. Si el buque que 
condujese al extranjero peligroso, debiera empren- 
der viaje para el exterior antes de que aquella 
resolución se hubiese adoptado, el extranjero, ob- 
jeto de la investigación, podrá optar entre perma- 
necer detenido administrativamente, hasta tanto 
su caso se resuelva, o salir en el mismo buque que 
lo trajo. 

Art. 42 — Los extranjeros que al entrar en el 
territorio de la República por las fronteras medite- 
rráneas, sean objeto de alguna investigación a su 


“respecto, podrán ser detenidos administrativa- 


mente, hasta tanto se resuelva sobre su admisión 


Art. 52 — El Presidente de la República podrá 
permitir la entrada en el territorio del país, de 


cualquier extranjero, comprendido en las limita- 


ciones que determina la presente ley; y queda 


facultado en estos casos para señalarle el punto 


fórzoso de su residencia, con la obligación de no 
abandonarlo, sin noticia y anuencia del P. E. 
Art. 6% — Los extranjeros cuya entrada en el 
territorio de la República no fuese permitida de 
acuerdo con esta ley, deberán ser reembarcados en 
el mismo buque que los condujo, o en otro de la 


empresa a que éste perteneciese, y por cuenta de 


ella, si él no prefiriese salir en otro buque. 
Art. 7? —$i el P. E. no resolviese sobre la ad- 


misión o rechazo de un extranjero, dentro de los - 


cinco días siguientes a su arribo al país, aquél, 
por sí, o cualquier otra persona por él, -podrá 
ocurrir al Juez Federal respectivo, pidiendo que 
su caso sea resuelto en los términos señalados por 
el Código de Procedimientos en materia criminal, 
para el recurso de habeas corpus. El Juez Federal 
resolverá en mérito de los antecedentes que reciba, 
si el extranjero se encuentra o no comprendido 
en los casos fijados por el artículo 2%, y declarará 
su admisión o su rechazo del país. 


a 


CAPÍTULO II 


De la residencia de los extranjeros 


Art. 8 — El derecho de los extranjeros para 


residir en el territorio de la República, estará sujeto 


a las prescripciones de la presente ley, sin perjuicio 


“ de los derechos civiles que les correspondan. 


Art. 9% — Tendrán residencia política para los 


efectos de esta ley, los extranjeros que se encuen- 


tren en las condiciones siguientes: 
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Que hubiesen residido en la República du- 
rante más de dos años, ocupados en algún 
trabajo comercial, industrial, científico, pro- 
fesional o artístico. 

Que hubiesen sido durante el mismo tiempo 
sin soluciones de continuidad por ausencias 
temporales, jornaleros, peones de labranza 
oO personas ocupadas en servicio doméstico. 
Que se hubiesen casado con mujer argen- 
tina, y hubiesen tenido al menos un hijo 
nacido en el país. ] 

(Que se hubiesen casado con mujer argen- 
tina, aunque no tuviesen hijos, teniendo 
residencia inmediata mayor de un año. - 
Que tuviesen bienes raíces propios en la 
República Argentina, o casa comercial, o 
establecimiento industrial o agrícola que 
represente un capital mínimo de $ 25.000 


moneda nacional. 
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6? Que hubiesen prestado servicio militar a 
la Nación. 


7% Que hubiesen solicitado, con derecho, carta 


de ciudadanía argentina, aun cuando no la 
hubiesen obtenido por demora en la tra- 


mitación. 


CAPÍTULO II 


De la remoción y expulsión de los extranjeros 


Art. 10.— Los extranjeros que hubiesen sido con- 
denados por algún delito que haya merecido pena 
de presidio o penitenciaría, o como reincidente por 
cualquier delito:contra la propiedad, podrán ser 
expulsados del territorio de la República, una vez 


que hayan cumplido su condena. A los efectos de 


este artículo, los Gr+obiernos de Provincia comuni- 
carán al Ministro del Interior, la nómina de los 


> de a á Es ud a 
A E A, A A 


A 


A 


extranjeros que se encuentren en las condiciones 


indicadas, debiendo acompañar los antecedentes 
del caso, e informar sobre la persona del extran- 


jero, haciéndolo en tiempo oportuno para que el + 


Presidente pueda resolver lo conveniente, antes 


que la pena se haya extinguido. 


Art. 11.— Los extranjeros que después de haber 
entrado en el territorio de la República, se hiciesen 
peligrosos por sus actos o propaganda para la tran= 


quilidad o el orden público de la Nación, o conspi- 
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rasen contra algún Gobierno extranjero desde el 
territorio argentino, y los que se hallasen o incu- 
rriesen en alguno de los casos enumerados en el 
artículo 2% de la presente ley, podrán ser obligados 
a alejarse de un lugar determinado de la Repú- 
blica, o a residir en otro, o a salir del territorio 
nacional, por el término que se señale por decreto 
del P. E. 

Art. 12.— La facultad de remover, dentro del 
territorio, O de expulsar de él a los extranjeros, 
pertenece al Presidente de la República, quien 
podrá hacer uso de ella, sin dar los motivos y fun- 
damentos de*la medida, sin más limitaciones que 


las siguientes: 


1* Cuando se trate de los extranjeros no com- 
prendidos en el artículo 10, podrá remo- 
verlos de un punto a otro de la República, 
pero no expulsarlos, a no ser que, en el 
lugar adonde hubiesen sido removidos, con- 
tinuasen haciéndose peligrosos para la segu- 
ridad y el orden públicos. 

22 Cuando la persona de quien se trate hu- 
biese sido reclamada por algún gobierno 
extranjero, y su extradición fuese negada 
por los tribunales argentinos. En este caso 
el P. E. podrá remover al extranjero de 
un punto a otro de la República, pero no 
expulsarlo. 


Art. 13.— En todos los casos en que se dere A 


la remoción de un extranjero, éste tendrá de 
a salir del país por su cuenta, sin que pueda re 


sar a él sin permiso del P. E. 3 a : 


Art. 14.— No será procedente ante los tribuna AS : 
la acción de amparo de la libertad, cuando se trate 2 e 
de decretos del P. E., removiendo O expulsando o 
extranjeros. a sl > 


» 


Art. 15.— Los Jueces de Sección no dp án 


cartas de ciudadanía argentina solicitadas ee ; 
extranjeros sujetos a un deereto de remoción : a 
expulsión. e 8 

Art. 16.— Los Gobernadores de lás Provir cl as 
y de los Territorios Nacionales, podrán solicitar 
del Presidente de la República la expulsión o r emo- a 
ción de los extranjeros que por su conducta se 
hagan peligrosos para la seguridad o el orden. 
público de sus respectivos territorios, O que se a 
hallen en las condiciones de los artículos 2" Ber nm 
de la presente ley. UA 


== 


Art. 17.— El extranjero contra quien se hay va 


- 


dictado un decreto de remoción de un punto a 
otro de la República, deberá efectuarlo a 
* las veinte y cuatro horas siguientes; y aquél contr re 2 
quien se decretase la expulsión, deberá abandons ar 
el territorio nacional dentro de los tres días poste- 
riores a la orden de salida. Sin embargo, en u ps | 
y Otro caso, el P. E. podrá, como medida preventiva, 


ordenar la vigilancia policial o la detención del 


xt 3 ajero objeto de aquellas medidas, hasta que 
eg zu e el momento en que debán cumplirlas. 
Art. 18.— Todo extranjero removido o expulsado 
e violando la prohibición que le hubiese sido 
n puesta, regresase al territorio de donde fué remo- 
fido, o al- país, será aprehendido y sometido al 
Juez _ Federal respectivo, quien comprobará, en 
ic sumario, los hechos, y siendo ciertos, apli- 
C dá á a los infractores la pena de tres a seis meses 
Barresto. Cumplida aquélla, el extranjero in- 
Eo ctor, será removido o expulsado por la fuerza 
pública. Si reincidiese, la pena será de tres a seis 
ños de prisión. 
Ar . 19 — El Presidente de la República podrá, 
er - cualquier momento y sin motivar la medida, 
dejar sin efecto las órdenes de expulsión dictadas 
E tra cualquier extranjero. * 
- 20.— No están comprendidos en las dispo- 
si ¡e ¡o mes de esta ley, los derechos y garantías reco- 
noci: dos a los extranjeros por los tratados interna- 
E. ales, ni los casos de extradición que correspon- 
en ES la jurisdicción de los tribunales federales. 
. 21.— Esta ley no es aplicable personalmente 
s mujeres, pero los extranjeros expulsados, po- 
n exigir que sus esposas e hijos menores, les acom- 
an n a salir del territorio argentino, sin perjuicio 
los derechos de los cónyuges regidos por la Ley 
Latrimonio y el Código Civil de la República. 
h 22— Comuníquese al P. E., etc. 
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- CONCORDANCIAS DEL PROYECTO SOBRE EXTRANJEROS 


PROYECTOSDE LE 
El Senado y Cámara de Diputados, etc. 


CAPÍTULO 1 


De la admisión de extranjeros en el territorio 
de la República 


Artículo 1 — El derecho de entrar y permanecer 
en el país, que la Constitución acuerda al extran- 
_ Jero, es correlativo de los deberes que las leyes les 
imponen, de manera que ningún extranjero podrá 
alegar derecho de permanecer en la República, fun- 
dado en el hecho de que su acceso al territorio le 
había sido permitido. 


FUNDAMENTOS 


_I.— La Constitución Nacional ha establecido en 


su preámbulo que uno de los objetos con que ella | 


se dictó, fué el de «asegurar los beneficios de la 
libertad, para nosotros, para nuestra posteridad y 
para todos los hombres del mundo que quieran habitar 
el suelo argentino». Acaso ampliando esos concep- 
tos, y refiriéndose a todos los que, por cualquier 
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CAUSA, estén en el país, el artículo 14 de la Cons- 
— titución Nacional, dijo: «Todos los habitantes de 
| la Nación gozan de los siguientes derechos, con- 
po” a las leyes que reglamenten su ejercicio, . 
entrar, permanecer, transitar y salir del territorio 
De. - argentino». Esta es la ley que reglamenta el ejer- 
4 cicio de ese derecho, y por tanto, perfectamente 
- constitucional. 
El artículo 25 de la EOS establece que: 
“El Gobierno Federal... no podrá restringir, limi- 
tar ni gravar con impuesto alguno la entrada en el 
3 eN territorio argentino de los extranjeros que traigan por 
4 objeto labrar la tierra, mejorar las industrias e intro- 
-ducir y enseñar las ciencias y las artes». La libertad 
de acceso al territorio, que la Constitución acuerda, 
Ñ Ds pues, circunscripta a los extranjeros útiles, 
y y no a los peligrosos. 
le El principio universal del derecho de gentes, 
sobre la facultad de cada Nación para someter a 
reglas la entrada de los extranjeros en su propio 
territorio, puede considerarse resumido en las si- 
ds - guientes palabras: de Phillimore (Droit 1 nternatio- 
| nal, Chap. X, párr. 220). «El gobierno de un Estado 
5 - puede prohibir la entrada de los extranjeros, y 
- puede reglamentar las condiciones bajo las cuales 
ellos pueden permanecer en el territorio». Blunts- 
chil, ha aceptado el mismo principio y da los mo- 
E ivos que pueden servir para la reglamentación de 
? Y a entrada. en el territorio, diciendo que: <Cada 


ON 


Estado tiene el derecho de prohibir la entrada en 


su territorio de ciertos extranjeros por motivos polí- 
ticos o judiciales». Esta regla, que es la que se sigue 
en este artículo, no reconoce más excepción que 
la que el mismo Bluntschli establece: «Ningún 
Estado tiene el derecho de prohibir de una manera 
absoluta, a los extranjeros la entrada en su terri- 
torio y de cerrar el país al comercio general». (Droit 
Intern. Codifié regl. 381). La expulsión por motivos 


políticos es la administrativa, que reglamenta este 


proyecto; la por motivos judiciales, es el destierro 
que incluye entre las penas el Código Criminal. 
Tratándose de una ley que reglamenta el derecho 
de entrar y permanecer en el territorio, es indispen- 
sable un artículo como éste, para impedir las recla- 
maciones de los gobiernos extranjeros, fundadas 


en el hecho de haberse admitido la entrada y tole- 


rado la permanencia del extranjero expulsado. En 
los últimos sucesos de Venezuela con la Italia y 
los Estados Unidos, la falta de ese artículo ha hecho 
posibles los reclamos de perjuicios. 

IT. — Por otra parte, desde 1881, en que Sir 
David Dudley Field, propuso en su proyecto de 


Código Internacional, un artículo que establecía 


que: «Ninguna Nación puede expulsar de su terri- 


torio a los miembros de otra nación, sin indicar a 


ésta la causa especial de cada expulsión», hay mu- 
chos autores que pretenden que: «en caso de una 
expulsión arbitraria, el expulsado puede pedir ayuda 
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asu nación, y ésta puede, si la ofensa fuese seria, 
3 b reclamar de ella (la farre valoir ). ( Arthur Desjardins ), 
+4 Revue de Deux Mondes, tomo 50, (1882 — II, 
pág. 667). | 

E 11I. — Por parte de las naciones fuertes de Eu- 
- TOPa, algunas han llegado a consagrar ese mismo 
perecho de rever las órdenes de expulsión contra 
q sus nacionales, estableciéndolo en algunos tratados 
e sc Así, por ejemplo, en la Suiza, cuya 
- Constitución Federal establece en su artículo 70, 
| h: la facultad absoluta de expulsar a los extranjeros, 
«en sus relaciones con las potencias extranjeras, 
la libre acción del Gobierno Suizo, ha sido modi- 
- ficada por diversos tratados celebrados con naciones 
amigas: esos tratados la obligan a no expulsar los 
e súbditos de la otra parte contratante, sino después. 
de haberle hecho conocer los motivos de la expul- 
] A sión». (Desjardins, obra citada, pág. 672). 

Pp IV. — La Francia, el 9 de marzo de 1881, celebró 
con el Perú un tratado (que ya había celebrado 
"con Honduras en 22 de febrero de 1856 y con 
3 San Salvador en 2 de enero de 1358), por el que 
las dos naciones se obligan a no expulsar de su 
territorio los ciudadanos de la otra, «sin haber 
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3 comunicado las causas de la expulsión y los do- 
- cumentos justificativos a los agentes diplomáticos 
o consulares de la nación 'a que pertenecen los 
interesados, y sin acordar a éstos el tiempo nece- 


5% 


3 sario para producir su defensa, O para adoptar 
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de acuerdo con aquellos agentes, las medidas nece= 
sarias para poner en seguridad sus bienes o los 
bienes de otros, que tuviese a su cargo». Estos 
tratados han sido causa de multitud de reclama- 
ciones, y han impedido el libre ejercicio de la 
facultad de expulsión. | 
V.— Pueden invocarse, como fundamento de este 
artículo, todas las leyes dictadas desde 1856 por 
los Estados Unidos, referentes a la inmigración 
china, y especialmente la ley de 5 de mayo de 1892, 
inserta en la página 70 del folleto en que el senador 
doctor Miguel Cané ha fundado ampliamente su 
proyecto. Estas leyes al establecer las condiciones 
de residencia de los chinos en el territorio de la 
Unión, les niegan todo derecho de permanecer 
contra una ley u orden de expulsión. 
VI. — En Europa las grandes potencias, no reco- 


nocen al expulsado derecho ni para discutir la 


orden de expulsión, ni para reclamar perjuicios 
por ella. «Se ha visto, dice Castellani, hablando - 
de la Alemania, cuán ampliamente y con qué rapi- 
dez se ha usado ese derecho aplicándolo a los ex- 
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En ningún caso podrá un extranjero resistir a 


la deliberación administrativa que le expulsa, pre= 


tendiendo demostrar su ilegalidad». Otro autor, . 


Leydel, citado también por el doctor Cané, dice: - | 


<En el Imperio Alemán los extranjeros no tienen 


ningún derecho de permanencia. Por consiguiente, - 
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[PUEDEN SIEMPRE, a juicio de la autoridad, ser 
expulsados del Estado». . 


VII. — Para más amplios fundamentos de este 
artículo, léanse los del artículo siguiente y 11 y 12. 


Art. 22 — El P. E. podrá prohibir la entrada en 
| el país, de cualquier extranjero que se encuentre 


en las circunstancias siguientes: 


a) Ser un prófugo de una cárcel o un perse- 
guido por una autoridad extranjera, acu- 
sado de haber cometido alguno de los deli- 
tos que dan lugar a la extradición, con 
arreglo a los tratados internacionales o a 
los principios del derecho de gentes. 

b)' Haber tomado parte en asonadas o acon- 

“tecimientos anarquistas, en su propio país 
o en cualquier otro. 

.C) Estar afiliado a alguna de las sociedades 
secretas, conocidas universalmente con el 
nombre de «anarquistas». 

d) Haber sido condenado por delito común 

contra las personas o la propiedad, y en-. 
contrarse aún sometido a la vigilancia poli- 
cial, después de cumplida su pena aflictiva. 


FUNDAMENTOS 


I. — El pasaporte está abolido y su restableci- 
miento no tendría aplicación en nuestro país. Sin 
-, embargo, el derecho de averiguar las condiciones 
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de los extranjeros que pretenden entrar al terri 


torio argentino, nace del derecho del Gobierno 3 | 


para determinar cuáles deben ser los habitantes 
del país. Un fallo de la Suprema Corte'de los 
Estados Unidos, ha dicho que: «Es una máxima 
del derecho internacional, que toda nación sobe- 
rana tiene el poder inherente a su soberanía y 
esencial para su propia conservación, de prohibir 
la entrada de extranjeros en sus dominios, o de adm1- 
tirles en los casos y bajo las condiciones que ella. 
juzgue convenientes». (U.S. Repp. t. 122. p. 651. — 
Nishimura, Ekin y United States). Muchas: otras 
análogas se podrían citar, pero no sería sino la 
repetición de ésta. : 

11. — La jurisprudencia establecida en las sen- 
tencias, se encuentra consignada como opinión de 
los tratadistas citados por esas mismas sentencias. 
En 1856, en el caso de Chae-Chan-Ping, Mr. Ma- 


rey, decía así: «Toda sociedad tiene el derecho 


indiscutible de determinar quienes deben ser los 


miembros que la compongan, y este derecho lo ejer- +; 


“cen todas las naciones, tanto en tiempo de paz 
como en la guerra». Esto en cuanto al principio. 

III. — Ahora, tratando de los diversos incisos 
de este artículo, casi todos se encuentran en las 
pocas leyes que han enumerado algunos de los 
casos en que los extranjeros pueden ser rechazados 
antes de su entrada al territorio o puedan ser 
expulsados después de su admisión. Generalmente 
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las leyes de expulsión no hacen enumeración alguna. 


En Bélgica, varias veces, y en Francia en 1881, 
se presentaron a las Cámaras leyes reglamentarias 
del derecho de expulsión (no de admisión), enu- 
merando los casos en que podría aquella produ- - 
cirse, pero en los dos parlamentos los proyectos 
fueron rechazados. En las leyes actuales, las dis- 
posiciones del artículo proyectado, se encuentran 
consignadas en las leyes de Bélgica, Dinamarca, 
Países Bajos y otros. 

IV. — En la República Argentina, la mayor parte 
de los incisos a que este artículo se refiere, está 
en vigor por un pacto colectivo internacional. El 
tratado. de Montevideo, que siguió a la reunión 
del Congreso Americano, contiene el artículo si- 
guiente: «Cualquiera de los Estados signatarios 
podrá expulsar, con arreglo a sus leyes, a los delin- 


cuentes asilados en su territorio, siempre que des- 


pués de requeridas las autoridades del país dentro 
del cual se cometió alguno de los delitos que auto- 
rizan la extradición, no se ejercitase por éstas, 
acción represiva alguna». (Artículo 5” del tratado 
de Derecho Penal Internacional. "Tratados sancio- 
nados por el Congreso Sud-Americano de Derecho 
Internacional Privado, pág. 63). 

V. — En cuanto al derecho de hacer la investi- 
gación previa a la admisión de los extranjeros, 
el principio está reconocido tan universalmente 
que Desjardins, en su notable estudio sobre la 
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materia, no dice más que: «Un pueblo tiene desde. 
luego, el derecho de averiguar qué es lo que los 
extranjeros vienen a hacer-en su territorio........ 
Sería pueril ejercer una especie de inquisición sobre 
cada uno de los extranjeros que atraviesan nues- 
tras fronteras; pero sería absurdo abdicar sistemá- 
ticamente el derecho de sondear sus intenciones y 
de pedirles cuenta al respecto». Revue de Deux 
Mondes. Tomo 50, pág. 661. 


Art. 32— Las averiguaciones y defensas a que 
den lugar los casos previstos en el artículo anterior, 
se harán breve y sumariamente, ante la autoridad 
administrativa que el P. E. designe, en el punto 
de arribo del extranjero, pudiéndose impedir su 
entrada en el territorio, hasta tanto se resuelva, 
por el Presidente de la República, lo que estime 


conveniente sobre su admisión. Si el buque que 


condujese al extranjero peligroso debiera empren- 
der viaje para el exterior antes de que aquella 
resolución se hubiese adoptado, el extranjero, 
objeto de la investigación, podrá optar entre per- 
manecer detenido administrativamente, hasta tanto 
su caso se resuelva, o salir en el mismo buque de 
que lo trajo. | | 


FUNDAMENTOS 


Este artículo es puramente de procedimiento. - 
No puede establecerse un largo procedimiento con- 
tencioso para resolver la admisión o el rechazo de 
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un extranjero. Dados los principios en que el pro- 
yecto se apoya — que tiene por base el derecho 
absoluto del soberano para seleccionar los extran- 
jeros residentes del país, la investigación admi- 
nistrativa de los extranjeros que llegan, debe ser 
brevísima. Los extranjeros que no quieran some- 
terse a ella, pueden regresar libremente, puesto 
que deben considerarse como si no hubieran llegado 
al país. La única dificultad, el único peligro que 
puede haber en consentir, al extranjero que aun 
no ha sido admitido en el territorio, que se reem- 
barque, sería para el caso en que su extradición 
hubiere sido reclamada; pero si tal situación se 
produjese, no se trataría de un acto de expulsión 
administrativa, sino de intervención judicial. 


Art. 4% — Los extranjeros que al entrar en el 
territorio de la República por las fronteras medi- 
terráneas, sean objeto de alguna investigación a 
su respecto, podrán ser detenidos administrativa- 
mente hasta tanto se resuelva sobre su admisión 
o rechazo. 


FUNDAMENTOS 


Las leyes europeas generalmente no hacen dis- 
tinción entre las fronteras marítimas, fluviales o 


mediterráneas de sus territorios, al ocuparse del 


derecho de entrada de los extranjeros. Acaso lo 


-mismo podríamos hacer en la República Argentina, 


haciendo extensivo a todos los extranjeros los artícu- 
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los precedentes. Sin embargo, hay un fundamento 
especial que ha aconsejado este artículo. Durante 
las pasadas revoluciones del interior de la Repú- 
blica y especialmente en las que agitaron las pro- 


vincias del norte y de Cuyo, de Bolivia y Chile, 


llegaban extranjeros boliuanos y chilenos que se 
mezclaban en nuestras contiendas civiles. Más de 


una vez el Gobierno de Mendoza o fuerzas nacio-. 


nales, detuvieron a ciudadanos chilenos, a veces 
con las armas en la mano, y por falta de una ley 
de expulsión, y de un artículo como el 4% de este 
proyecto, estos extranjeros no pudieron ser dete- 
nidos en la frontera antes de su entrada en el 
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territorio, ni expulsados después. Generalmente 


fué menester producir largos procesos judiciales. 
Este artículo obviará en el futuro toda dificultad. 


Art. 52— El Presidente de la República podrá ' 


permitir la entrada en el territorio del país, de 
cualquier extranjero, aun cuando no se encuentre 
en las condiciones que determina la presente ley, 
y queda facultado en estos casos para señalarle el 
punto forzoso de su residencia con la obligación 
de no abandonarlo, sin noticia y anuencia del P. E. 


FUNDAMENTOS 


I. — Esta ley es puramente potestativa y no iMpe- 
ratiwva. Por ella se arma al poder público, con la ex- 


pulsión y la remoción de los extranjeros peligrosos; 
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pero no se hace obligatoria ni la expulsión ni el re- 
chazo de aquellos. Si el Presidente de la República, 
estudiando las circunstancias de cada caso, creyese 
que puede admitir dentro del territorio de la Re- 
pública a cualquier extranjero, fuesen cuales fueren 
las condiciones en que llega al país, esa facultad 
no puede estarle negada, ni limitar el libre arbitrio 
que esta ley deja a su sola voluntad y criterio. 

11.— El artículo 11 de la ley de 13 de agosto 
de 1847, da al Rey de Dinamarca la facultad «de 
suprimir la orden de expulsión o de prohibir su 
ejecución>, aun cuando esa orden hubiese sido 
dictada por el Juez Cantonal, contra «el extranjero 
que no reuna las condiciones legalmente requeridas 
para su admisión en el reino» de los Países Bajos. 
El artículo 5 del proyecto da al Presidente una 
facultad análoga. Sin embargo, como no es posible 
que el extranjero que entra al país en condiciones 
poco favorables, pueda confundirse con nuestra 
población, sin ningún género de limitaciones, el 
artículo 5% impone al Presidente la limitación de 
su facultad, obligándole a señalar a ese extranjero 
un lugar de residencia fija. 

III. — Por otra parte, si la mayor parte de las 
leyes no han establecido esta facultad en términos 
tan expresos, todas ellas lo hacen implícitamente. 


En unos, la expulsión debe ser siempre por tér- 


mino limitado, en otros, ese tiempo debe medirse 
por las condiciones del extranjero objeto de ellas, 
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y en todos, la pena en que incurre el expulsado que 
vuelve al país, es sólo para el caso en quelo haga 
sin permiso del gobierno; lo que importa decir que 
el gobierno tiene la facultad para acordar ese per- 
miso. 


Art. 6% — Los extranjeros cuya entrada en el 
territorio de la República no fuese permitida de 
acuerdo con esta ley, deberán ser reembarcados 
en el mismo buque que los condujo, o en otro de 


la empresa a que éste perteneciese, o por cuenta 


de ella, si él no prefiriese salir en otro buque. 


FUNDAMENTOS 


Esta es una penalidad análoga a la que impone * 


la ley vigente sobre inmigración, para las empresas 
de navegación que importan extranjeros que no 
tienen derecho de entrar en el Territorio Nacional, 
con arreglo a esta ley. Es menester no perder de 
vista la circunstancia apuntada a propósito en 
artículos anteriores; en la República Argentina el 
peligro no consiste en la permanencia en su terri- 
torio, de los ciudadanós de las naciones vecinas, 
sino en la de los extranjeros europeos, que es donde 
existen las sociedades secretas y anarquistas, cuyos 
miembros constituyen la amenaza social universal. 

Allí, en el continente europeo, donde las fron- 


teras de todas las naciones se encuentran a pocas 


horas de distancia, ligadas todas por ferrocarriles, 
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la cuestión del transporte no tiene importancia 
porque su costo es insignificante. Entre nosotros 
po sucede lo contrario, pues el precio de los pasajes 
de los europeos expulsados o rechazados es cre- 
cido, y si su número fuese grande, puede repre- 
sentar un gasto fuerte. La Ley, determinando las 
condiciones en que pueden los extranjeros entrar 
; al país, hará que las empresas sean más cautas 
en el punto de embarque de sus pasajeros, si se 


les impone el deber de reconducir a los rechazados. 
E CCArt. 719 $1 el Poder Ejecutivo no resolviese 
sobre la admisión o rechazo de un extranjero dentro 
de los cinco días siguientes a su arribo al país, 
ms por si, o cualquiera otra persona por él, 
- podrá ocurrir al Juez Federal respectivo, pidiendo 
A] que su caso sea resuelto en los términos señalados 
- por el Código de Procedimientos en materia Cri- 
-—minal, para el recurso de habeas corpus. El Juez 
; - Federal resolverá. en mérito de los antecedentes 
Y que reciba, si el extranjero se encuentra o no com- 
prendido en los casos fijados por el artículo 2” y 
declarará su admisión o su rechazo del país. 


FUNDAMENTOS 


Este artículo, en su texto, no figura en ninguna 
de ley vigente, pues la Inglaterra que conserva el 
derecho de habeas corpus contra cualquier orden 
. de expulsión de un extranjero, no lo ha establecido 
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para el caso expreso que se consigna en el artículo 70 
del proyecto. 

Hoy, en Inglaterra, los extranjeros no pueden 
ser privados del privilegio de habeas corpus, sino 
en virtud de un acto del Parlamento, y esto, por 
tiempo esencialmente limitado. En 1793 y 1848, 
dos leyes concedieron al Gobierno el derecho de 
expulsión, y la última, que entró en vigor el 9 de 
junio de 1848, expiró el mismo día de 1849, sin 
haberse aplicado una sola vez. Después de esas 
disposiciones, el recurso ante los tribunales, pro- 
cede siempre en Inglaterra, cuando se expulsa a 
un extranjero. 

Pero, este no es el caso del artículo 7*.. Por el 
proyecto, la facultad de expulsión se reconoce 
exclusivamente al Presidente de la República, lo 
mismo que la de detención del extranjero peligroso 
hasta que llegue el momento de cumplir la orden 
de salir del país. Esto no puede dar lugar a lo 
arbitrario, pues que el término para abandonar 
el territorio es fijo; pero no sucede lo mismo cuando 
se trata de resolver si se admite o no la entrada 
de un extranjero a la República. La Ley debe 
señalar un máximum de tiempo para que el Presi- 
dente resuelva la admisión o rechazo del extranjero; 
y vencido este término, el extranjero debe tener 
derecho al recurso de habeas corpus. Es lo que se 
propone el artículo 7*. 
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CAPÍTULO II 


- De la residencia de los extranjeros - 


Art. 82— El derecho de los. extranjeros para 
3 - residir en el territorio de la República estará sujeto 


a las prescripciones de la presente ley, sin perjuicio 


Ad 


E de los derechos civiles que les correspondan. 


FUNDAMENTOS 


-——1.— La Constitución Nacional tiene un artículo 
, en que expresamente se refiere al derecho de los 
4 enieros dentro del territorio argentino. Ese 
artículo dice en su parte pertinente: <Art. 20. 
Los extranjeros gozan en el territorio de la Nación 
3 o. todos los derechos civiles del ciudadano: pueden 
3 picos su industria, comercio y profesión, poseer 
- bienes raíces, comprarlos y enajenarlos, navegar 
| los ríos y costas, ejercer libremente su culto, testar 
y casarse conforme a las leyes». Como se ve, este 
¿ A artículo sólo garantiza a los extranjeros el goce 
de los derechos civiles del ciudadano, de manera 
3 que lo que hay que averiguar, es solamente cuáles 
son los derechos garantidos. Podría, sin violencia, 
: e tismarso, que éstos son sólo los enumerados en 
el mismo artículo 20 transcripto, pero conviene 
demostrar que el derecho de residir en el país, no 
es un derecho civil, y que el domicilio civil, no es 
la residencia política. 


11. — Paul Bernard, en su Traité th. et. pract. 
de l''Extradition, vol. 11, pág. 617, dice así: «En 
vano se sostendrá que el extranjero después de su 
admisión al goce de los derechos civiles atribuídos 
a los ciudadanos, no puede ser expulsado por la 
autoridad pública por razones de orden público y 
que no puede ser condenado sino por delito cali- 
ficado, según las formas del derecho común». En 
efecto, de la asimilación de los extranjeros a los 
nacionales en cuanto al goce de los derechos civiles, 
no se debe deducir que se les ha otorgado los 
derechos políticos, uno de los cuales es el derecho 
de permanecer en el territorio. Los ciudadanos, pro- 
pietarios indivisos del patrimonio nacional, no 
pueden ser despojados de su derecho de residencia. 
Las legislaciones penales en los tiempos modernos, 
establecen rara vez la pena del destierro que la 
edad media prodigó. 

III. — El artículo 5 del Código Civil Italiano 
concede a los extranjeros el goce de los derechos 4 
civiles acordados a los nacionales. Desjardins en 


el artículo de la Revue de Deux Mondes, que se ha E 


citado, dice a este respecto lo siguiente: «Poco 
importa que el artículo 3” del Código Civil Italiano : 
le acuerde (al extranjero) el goce de los derechos 
civiles acordados a los italianos mismos. Según 
lo enseña muy sabiamente el profesor Pascual 
Fiori, el Código Civil tiene por objeto reglar las 
relaciones entre los particulares y no las que existen 
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entre los habitantes del Estado y la soberanía. 
El extranjero, puede indudablemente, en virtud 
de ese artículo 3%, ejercer todas las artes y las 
industrias, adquirir, enajenar, estar en justicia, etc., 
pero sin que por esto se modifiquen sus relaciones 
con la soberanía nacional... Si el expulsado pierde 


- accidentalmente el goce de los derechos civiles, 


cuya condición necesaria es la residencia en Italia, 
es porque en el mismo espíritu del Código, el 
extranjero, para gozar de esos derechos, debe, ante 
todo, haber conservado la facultad de residir en el 
reino». (Desjardins, obra citada, pág. 673). 

IV. — Este artículo no puede encontrarse en to- 
das las leyes extranjeras sobre la materia, porque 
en la mayor parte de los países europeos y de los 
Estados de la Unión Americana, donde los derechos 
civiles están legislados por sus respectivas leyes 


locales, los extranjeros no gozan de todos los 


derechos civiles de que gozan los nacionales. Allí 
la propiedad raíz, el derecho de asociación comer- 
cial, la práctica de ciertas industrias y profesiones, 
están legisladas, estableciendo notables diferencias 


entre los extranjeros y los nacionales. 


En la República Argentina la Constitución Na- 
cional, y nuestra legislación sustantiva han esta- 
blecido una perfecta igualdad entre los habitantes 


del país, en cuanto a los derechos civiles; pero, a 


este respecto, véase lo que se ha dicho en la expo- 
sición que precede al proyecto, donde se demuestra 
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que el derecho de entrar y permanecer en el terri- 
torio, es un derecho político y no civil. 


Art. 9% — Tendrán residencia política para los 
efectos de esta ley, los extranjeros que se encuen- 
tren en las condiciones siguientes: 8 


]1* Que hubiesen residido en la República du- 
rante más de dos años, ocupados en algún 
trabajo comercial, industrial, científico, 
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profesional o artístico. 

22 Que hubiesen sido durante el mismo tiem- 
po, sin soluciones de continuidad: por au- 
sencias temporales, jornaleros, peones de 
labranza o personas ocupadas en el servicio 
doméstico. 

3 Que se hubiesen casado con mujer argen- 
tina y hubiesen tenido al menos un hijo 
nacido en el país. | 

42 (Jue se hubiesen casado con mujer argen- 
tina, aunque no tuviesen hijos, teniendo 
residencia inmediata mayor de un año. 

52 Que tuviesen bienes raíces propios en la 
República Argentina, o casa comercial, o 
establecimiento industrial o agrícola que 
represente un capital mínimo de $ 25.000 
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moneda nacional. 
62 Que hubiesen prestado servicio militar a la 
Nación. 
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7% (Que hubiesen solicitado con derecho, carta 
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de ciudadanía “argentina, aun cuando no 
la hubiesen obtenido por demora en la tra- 
mitación. | 


FUNDAMENTOS 


» 


I. — Este artículo es indispensable, si ha de man- 
tenerse la disposición que más adelante se consigna 
en el artículo 12, y que reglamenta la facultad 
de expulsar a los extranjeros que por ciertas razo- 
_nes se han vinculado al país. 

Casi todos los publicistas están conformes en 
establecer la diferencia entre el mero transeunte 
y el habitante fijo de un territorio; y algunas 
naciones han consignado esas diferencias en sus 
leyes de expulsión. 

En los Países Bajos (Holanda), la ley de 13 de 
agosto de 1847, una de las más minuciosas y deta- 
lladas que se han dictado, establece en su artículo 
19, que sus disposiciones no son aplicables: 


12 A los extranjeros asimilados a los neerlan- 
deses por el artículo 8* del Código Civil, que 
son los que hubieren establecido su domi- 
cilio en Dinamarca con permiso del Rey, y 
los que después de haber permanecido seis 
años en cualquier comuna del reino, manifies- 
tan su intención de fijar en él su domicilio. 

22 A los extranjeros casados con una mujer 
neerlandesa, de la que hubieren tenido uno 
o varios hijos nacidos en los Países Bajos. 
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La ley belga de 1% de julio de 1880, establece 


por su 
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artículo 2%, que ella no es aplicable: 


Al extranjero autorizado a establecer. su 
domicilio en Bélgica. | 

Al extranjero casado con una mujer belga 
de la que haya tenido uno o varios hijos 


- durante su residencia en el país. 


Al extranjero condecorado con la cruz de 
fierro. 


Al extranjero, que, casado con una mujer 


belga, ha fijado su residencia en Bélgica 


desde hace más de cinco años, y continúa 


residiendo de una manera permanente, aun 


cuando no tenga hijos. 

Al individuo nacido en Bélgica de un ex- 
tranjero, y que reside allí, aun cuando no 
haya optado todavía por la ciudadanía de 
origen o la nativa. La ley de Austria-Hun- 
gría de 27 de julio de 1871, dice en el 
último párrafo del artículo 2%: «Las per- 
sonas que no tienen domicilio legal en el 
territorio, pueden, si su presencia se hace 
intolerable por motivos de. interés, de segu- 
ridad o de orden público, ser expulsados 
de todo o de parte del territorio». 


Respecto de los incisos 6 y 7 del proyecto, no 


están en otras leyes, pero su texto nace de las 
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condiciones de nuestro país. La Suprema Corte 


de Justicia Federal, ha declarado que los servicios 
militares del extranjero, no le naturalizan. Pueden 
darle derecho para pedir la carta de ciudadanía, 
pero no produce ese efecto de hecho. El proyecto 
le equipara al residente para los efectos de la ex- 
pulsión. El extranjero que hubiese pedido, con 
derecho, su carta de ciudadanía, debe estar en 
iguales condiciones, puesto que hace manifestación 
de adoptar la ciudadanía argentina, renunciando 
a su calidad de extranjero. 


CAPÍTULO III 


De la remoción y expulsión de extranjeros 


Art. 10.— Los extranjeros que hubiesen sido con- 
denados por algún delito que haya merecido pena 
de presidio o penitenciaría o como reincidentes por 
cualquier delito contra la propiedad, podrán ser 
expulsados del territorio de la República, una vez 
que hayan cumplido su condena. A los efectos de 
este artículo, los Gobiernos de Provincias comuni- 
carán al Ministro del Interior la nómina de los 
- extranjeros que se encuentren en las condiciones 
indicadas, debiendo acompañar los antecedentes del 
caso e informar sobre la persona del extranjero, 
haciéndolo en tiempo oportuno para que el Pre- 
sidente pueda resolver lo conveniente, antes de 
que la pena se haya extinguido. 
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FUNDAMENTOS 


I. — Por el proyecto se faculta al Presidente de 
la República para prohibir la entrada y para expul- 
sar del territorio de la Nación a los extranjeros 
que hubiesen cometido algún delito fuera de nuestro 
país, aun cuando hubiesen cumplido la pena que ! 
se les había impuesto. La razón filosófica de esta ' 
medida, adoptada por todas las naciones en sus 
Códigos Penales, o en las leyes especiales sobre 
extranjeros, es la que a ningún país le conviene 
tener habitantes criminales. Si esto sucede cuando 
el delito ha sido cometido en territorio extraño, 
con cuanta más razón no debe esto suceder cuando 
el delito se comete dentro de los límites de la 
República. No habría lógica si se expulsase del 
territorio a un extranjero criminal en su país y se 
dejase exento de la expulsión al que hubiese come- 
tido un crimen en la República Argentina. 

11. — El Código Penal de Alemania en su artículo 
39, establece: «Art. 39. Los efectos de someter a 
uno a la vigilancia de la alta policía, consisten: 


1 En el derecho conferido a la alta policía 
de prohibir al condenado la residencia en 
determinados lugares. | 

22 En la facultad concedida a la misma policía 
de expulsar del territorio del Imperio al 
condenado, si fuese extranjero». 
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q Sd — Por el Código Italiano pueden ser expul- : 
sados los extranjeros condenados por robo a mano 
armada en los caminos, por extorsión, por rapiña 
pienina), estafa, apropiación indebida o cualquier 
otro delito que importe un atentado contra la pro- 
j Misa.a Quince días antes de la expiración de la 
- pena, el Ministerio Fiscal debe dar aviso a la auto- 
| ridad política, a fin de que ella pueda expulsar a 
esos condenados. La Ley Italiana de seguridad 
pública de 1888, reglamentada por el decreto de 
30 de junio de 1889, establece: «Art. 90. Los ex- 
— tranjeros condenados por delito, podrán luego de 
4 excarcelados, ser expulsados del reino y conducidos 
a la frontera». 

-1V.— El Código Penal de Ginebra, en su artículo 
10 va más lejos, pues establece que: «en todos 
los casos en que la Ley establece la pena de prisión, 
el Juez puede, cuando se trate de extranjeros, con- 
'vertir esta pena en una expulsión del Cantón de 
| 3 duración triple». 

Art. 11.— Los extranjeros que, después de haber 
Mirado en el territorio de la República se hiciesen 
Mbligrosos por sus actos o propaganda, para la 
tranquilidad o el orden público de la Nación, o 
 conspirasen contra algún gobierno extranjero desde 
el territorio argentino; y los que se hallasen o 
- Incurriesen en algunos de los casos enumerados 
en a: artículo 2 de la presente ley, podrán ser 
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obligados a alejarse de un lugar determinado de 
la República o a residir en otro, o a salir del terri- 
torio nacional por el término que se señale por 
decreto del P. E. 


FUNDAMENTOS 


I. — Véase lo que se ha dicho a propósito de los 
artículos 2 y 9%, la mayor parte de cuyos funda- 
mentos son aplicables a éste. 

II. — El artículo 1? de la Ley de 5 de febrero de 
1894, que es la última que se ha dictado en Bél- 
gica, dice lo siguiente: «Art. 1” El extranjero resl- 
dente en Bélgica, que por su conducta compromete 
la tranquilidad pública, o aquél que es perseguido 
o ha sido condenado en el extranjero por crímenes 
o delitos de los que dan lugar a la extradición, 
puede ser obligado por el Gobierno a alejarse de 
algún lugar determinado, a habitar en otro, o aun 
salir del reino». | 

III. — La Ley de 13 de agosto de 1847 de los 
Países Bajos, establece que: «El Gobierno conserva 
la facultad de indicar como residencia a los extran- 
jeros peligrosos para la paz pública, un punto 
determinado dentro del territorio, o de impedirles - 
la permanencia en ciertos parajes. El extranjero 
peligroso para la paz pública puede ser expulsado 
por una ordenanza real». 

IV. — La Constitución Federal Suiza, de 29 de 
mayo de 1874, establece, en su artículo 70, que: 
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de su territorio a los extranjeros que comprometen 
7 la seguridad interior de la Suiza». Véase lo que a 
este respecto se ha dicho en el párrafo III de los 
- fundamentos expuestos a propósito del artículo 1> 
de este proyecto. 

V. — Todas las naciones que se han constituído 
en el antiguo Palatinado, dividiéndose los territo- 
-—vios de los Balkanes, con independencia absoluta 
o bajo la soberanía de la Turquía, la Servia, la 
- Bosnia, la Rumania y la Herzegovina — han die- 
tado leyes análogas. 

-——"VI.— Muchas naciones de Europa, la Alemania 
ES entre ellas, no tienen leyes especiales sobre la ma- 
: teria, estando los principios que este artículo con- 
- —signa, establecidos en sus Códigos Penales. 
-"VIL.— La Ley de 27 de julio de 1871 de Austria 
y Hungría, establece en el artículo 2, que: «Las 


personas que no tengan su domicilio legal en el 
3 A territorio, pueden, si su permanencia se reconoce 
intolerable por motivos de interés, de orden o de 
3 seguridad pública, ser expulsadas de todo o de 
¡parte de dicho territorio». 


-— Art:-12.— La facultad de remover dentro del terri- 
torio o de expulsar de él a los extranjeros, pertenece 
al Presidente de la República, quien podrá hacer 
- uso de ella sin dar los motivos y fundamentos de 
la medida, sin más limitaciones que las siguientes: 
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1* Cuando se trate de los extranjeros no com- 
prendidos en el artículo 10, podrá remover- 
los de un punto a otro de la "República, 
pero no expulsarlos, a no ser que, en el 
lugar adonde hubiesen sido removidos con- 
tinuasen haciéndose peligrosos para la segu- 
ridad y el orden público. 

22 Cuando la persona de quien se trate, hu- 
biese sido reclamada por algún Gobierno 
extranjero y su extradición fuese negada 
por los tribunales argentinos. En este caso 
el P. E. podrá remover al extranjero de 
un punto a otro de la República, pero no 
expulsarlo. 


FUNDAMENTOS 


I. — Es este uno de los artículos más importantes 
de todo el proyecto, pues se refiere a la autoridad 
que ha de ejercer la facultad de expulsión; es decir, 
si ha de ser una autoridad judiciaria, si ha de ser 
una administrativa o si el procedimiento ha de ser 
mixto, es decir, interviniendo sucesivamente las 
autoridades política y judiciaria. 

Este punto ha sido extensamente tratado en el 
párrafo VI de la exposición que precede a este 
proyecto. No es, pues, necesario volverlo a tratar 
teóricamente, limitándose lo que aquí se exponga 
al resumen del estado actual de la legislación uni- 
versal sobre la materia. 
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II. — La expulsión por la vía jurídica sólo se 
d: ejerce como pena, es decir, la deportación o el 
destierro. Se ha estudiado precedentemente la dife- 
rencia que existe entre el destierro a título de cas- 
tigo, aplicado por la vía judiciaria, y la expulsión 
como medida política aplicada administrativamente 
a los extranjeros no delincuentes. Para demostrar 
esta diferencia, basta recordar que la Austria- 
Hungría por ley de 27 de julio de 1871, la Rusia, 
la Bélgica (ley de 1848 sobre vagancia), la Italia 
(artículos 339, 446 y 452 del Código Penal), y la 
España, han dictado leyes, imponiendo el destierro 
como pena aplicable por los tribunales a ciertos 
delitos, independientemente de las leyes políticas 
- sobre expulsión. 

111. — Los fallos de la Suprema Corte de los 
Estados Unidos, han consagrado el derecho de los 
poderes políticos de la Unión, sin más atribución 
por parte del Poder Judicial que la de intervenir 
en los casos en que expresamente lo establecen 
q los tratados o las leyes. Toda la doctrina ameri- 
cana puede considerarse comprendida en el siguiente 
q párrafo del fallo de aquella Corte, que se encuentra 
inserto en Untled States reports, vol. 149, pág. 709: 
«El poder de excluir o de expulsar extranjeros, 
siendo una facultad que afecta a las relaciones 
internacionales ha sido atribuído al Departamento 
político del Gobierno y debe ser reglamentado por 
tratados o por ley del Congreso y debe ser ejer- 


El Te 


cido por la autoridad ejecutiva de acuerdo con los 
reglamentos así establecidos, excepto hasta donde 
el Poder Judicial ha sido autorizado a intervenir 
por tratados o por ley o por la Constitución». 

IV. — Para conocer el estado actual de la legisla- 
ción europea sobre esa materia es conveniente 
tener a la vista el siguiente cuadro, formado espe- 
cialmente con los elementos proporcionados por 
Millet, en el Bulletin de la «Société de legislation 
comparée» tomo 11, pág. 588: 


Naciones que no tienen actualmente ley | Inglaterra. 
de expulsión de extranjeros. Grecia. 
| Alemania. 
A Rusia. 
Países que ejercen el derecho de expul- | El 
sión como atributo de la soberanía, y sin $ O al 
disposición alguna que la autorice. | Suecia y NON 
| Italia. 
[ Bélgica. 
La expulsión se resuelve en Consejo de 1 Suiza. 
Ministros. 1] Luxemburgo. 
Rumania. 
l Francia. 


La expulsión se hace por el P. E. pero Bélgica. 
las leyes establecen la calidad de extran- | Países Bajos. 
jeros residentes y transeuntes, en la forma ¿ Dinamarca. 
de los procedimientos administrativos y | Rumania. 


en los plazos para la expulsión. Austria. 
Luxemburgo. 
; ; Austria. 
Se concede apelación ante el gobierno Ey 
Suiza. 


cuando es una autoridad la que expulsa. R ; 
Países Bajos. 
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-V.— La limitación a las facultades del Presi- 
dente que en este artículo se determinan, tienen 
su aplicación en ellas mismas. La primera está 
fundada en el artículo 9% del proyecto. En cuanto 
. a la segunda, el fundamento de su disposición es 
E el siguiente: con arreglo a nuestros tratados de 
- extradición y a nuestras leyes procesales, los tri- 
- bunales argentinos pueden negar extradición de los 
- criminales extranjeros, cuyo requerimiento no se 
- hubiere hecho con los recaudos necesarios, o cuando 
! las leyes argentinas les amparen. Si el P. E. pu- 
| - diera expulsar a esos mismos extranjeros, resultaría 
que el acto político del Presidente de la República 
1 produciría los mismos efectos que habría tratado 
- de impedir las sentencias de los tribunales; puesto 
- que, el expulsado, según los principios del derecho 
- de gentes, sólo puede ser reconducido hasta la fron- 
q tera de su propio país, no teniendo en ninguna otra 
Nación el deber de admitirlos en su territorio propio. 
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a Art. 13.— En todos los casos en que se decrete 
la remoción de un extranjero, éste tendrá derecho 
a salir del país por su cuenta, sin que pueda regresar 
a él sin permiso del P. E. 


FUNDAMENTOS 


I.—La facultad de salir del territorio no ha 
sido jamás limitada por las leyes, salvo los casos 
en que la justicia la prohibe. Estos no son los que 


este proyecto reglamenta. El artículo 14 de la 
Constitución Nacional dice que: «Todos los habi- 
tantes de la Nación goza del derecho de.......... | 
salir del territorio argentino». 


11. — En el caso de remoción de un extranjero 


por causas políticas, su derecho de salir del terri- 
torio debe equipararse al del ciudadano argentino 
removido de un punto a otro del territorio, durante 


el estado de sitio. A este respecto el artículo 23 


de la Constitución dice: «Su poder se limitará en 
tal caso, respecto de las personas, a arrestarlas o 
trasladarlas de un punto a otro de la Nación, si 
ellas no prefieren salar del territorio argentino». 


Art. 14.— No será procedente ante los tribunales 
la acción de amparo de la libertad, cuando se trate 
de decretos del P. E., removiendo o expulsando 
extranjeros. 


FUNDAMENTOS 


No hay objeto en repetir aquí los considerandos 
y fundamentos expuestos al principio de este estu- 
dio, en los párrafos VI y VII, y especialmente al 
concordar los fundamentos del artículo 7* de este 
proyecto. 


Art. 15.— Los Jueces de Sección no despacharán 
cartas de ciudadanía argentina solicitada por ex- 
tranjeros sujetos a un decreto de remoción o 
expulsión. 
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FUNDAMENTOS 


No tiene más objeto que impedir pueda ser bur- 
lada una orden de expulsión solicitándose una 
carta de ciudadanía. Unos fugitivos belgas cuya 
extradición fué solicitada por el Gobierno de su 
país, consiguieron burlar la justicia, solicitando y 
obteniendo carta de ciudadanía después de reque- 
rida la extradición. La Corte Suprema confirmó 
la sentencia que declaraba válida la carta de ciu- 
dadanía expedida. 


Art. 16.— Los Gobernadores de las Provincias 
y los Territorios Nacionales, podrán solicitar del 
Presidente de la República la expulsión «o remo- 
ción» de los extranjeros que, por su conducta se 
hagan peligrosos para la seguridad o el orden pú- 
blico de sus respectivos territorios, o que se hallen 
en las condiciones de los artículos 2% y 11 de la 
presente ley. 


FUNDAMENTOS 


Los fundamentos están expuestos en el capítulo 
8% del estudio precedente. 


Art. 17.— El extranjero contra quien se haya 
3 | dictado un decreto de remoción de un punto a 
otro de la República, deberá efectuarla dentro de 
las 24 horas siguientes; y aquél contra quien se 
decretase la expulsión, deberá abandonar el terri- 
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torio nacional dentro de los tres días posteriores 
a la orden de salida. Sin embargo, en uno y otro 
caso, el P. E. podrá, como medida preventiva, 
ordenar la vigilancia policial o la detención del 
extranjero objeto de aquellas medidas, hasta que 
llega el momento en que deban cumplirlas. 


Art. 18.— Todo extranjero removido o expul- 
sado que, violando la prohibición que le hubiese 
sido impuesta, regresase al territorio de donde fué 
removido o al país, será aprehendido y sometido 
al Juez Federal respectivo, quien comprobará, en 
juicio sumario, los hechos, y siendo ciertos, apli- 
cará a los infractores la pena de tres a seis meses 
de arresto. Cumplida aquélla, el extranjero infrac- 
tor será removido o expulsado por la fuerza pública. 
Si reincidiese, la pena será de tres a sels años de 
prisión. 


FUNDAMENTOS DE LOS ARTÍCULOS 17 Y 18 


Todas las leyes europeas sobre la materia, con- 
tienen esos artículos, fijándose en ellas un término 
más o menos largo para la salida del territorio, y 
una pena de mayor o menor duración para aquellos 
que volviesen al territorio después de expulsados. 
Lo único que puede considerarse una innovación 
es el último párrafo del artículo 18 que tiene por 
objeto legislar sobre el caso de reincidencia en el 
desacato. 
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Art. 19.— El Presidente de la República podrá 
en cualquier momento y sin motivar la medida, 
dejar sin efecto las órdenes de remoción o expulsión 
dictadas contra cualquier extranjero. 


FUNDAMENTOS 


y | Sirven de fundamento a este artículo los mismos 
que se han dado al fundar el artículo... de este 
- proyecto. 


Art. 20.— No están comprendidos en las dispo- 
- —siciones de esta ley los derechos y garantías reco- 
-nocidos a los extranjeros por los tratados interna- 
y - cionales, ni los casos de extradición que corres- 
É , ponden a la jurisdicción de los tribunales federales. 


FUNDAMENTOS 


Dos son los puntos que comprende este artículo: 
he el primero se refiere a los compromisos interna- 
cionales de la República Argentina, en cuanto 
z afectan el derecho de los extranjeros; y el segundo, 
en cuanto a las atribuciones que el Código de Pro- 
- cedimientos acuerda a los tribunales de la Nación 
en el título V, libro IV. 

- En cuanto a lo primero, aun cuando haya tra- 
-tadistas que sostengan que las leyes de expulsión 
son superiores y priman sobre cualquier tratado, 
E el proyecto se coloca dentro de los términos del 
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artículo constitucional que hace de esos tratados 
una de las leyes supremas de la Nación. La gene- 
ralidad de esos tratados sólo reconocen a los ex- 
tranjeros el derecho de permanecer en el país con 
arreglo a las leyes que estén en vigor. Es precisa- 
mente el caso de que estas leyes sean aplicadas a 
esas naciones con la que mantenemos tratados. 
La diversidad del texto de los artículos contenidos 
en esos tratados, hacen inútiles sus transcripciones. 


Art. 21.— Esta ley no es aplicable personalmente 
a las mujeres, pero los extranjeros expulsados po- 
drán exigir que sus esposas e hijos menores los 
acompañen a salir del territorio argentino, sin per- 
juicio de los derechos de los cónyuges regidos por 
la Ley de Matrimonio y el Código Civil de la Re- 
pública. 


FUNDAMENTOS 


I. — En Europa, las mujeres extranjeras que han 
sido objeto de la expulsión, no lo han sido general- 
mente por causas políticas. La razón principal de 
su expulsión, ha sido la inmoralidad de su conducta, 
recordándose especialmente el caso de Cora Pearl, 
con motivo del suicidio del ¡joven Duval, que se 
quitó la vida en casa de la cortesana, después de 
arruinado por ella. 

Sería contrario a todo principio de derecho jurí- 
dico dar al poder político del Estado el derecho 


70 ARS 


de penetrar en los incidentes de la vida íntima, 
y que acaso la Ley ha velado para los mismos tribu- 
q nales de justicia, y esto sólo para justificar la 
expulsión de una mujer extranjera, que no ofrece 
peligros políticos. Peligros de este género, no deben 
temerse de las mujeres, cuyos actos y cuya pro- 
paganda no han producido jamás trastorno alguno. 
Si se exceden como las petrolenses francesas, y se 
convierten en criminales, la cárcel y no la expulsión 
es el remedio. Luisa Michel, la más exaltada. de 


todas las anarquistas, no ha merecido en parte 


alguna de la Europa los honores de una expulsión, 
buscada muchas veces con empeño. 

II. — La segunda parte de este artículo es una 
consecuencia necesaria de los principios de la Ley 
Civil. El matrimonio es indisoluble y la mujer debe 
seguir a su marido, según lo establece expresamente 
el Código Civil Argentino. Iguales disposiciones 
consignan las legislaciones extranjeras. 

La mujer extranjera o argentina casada con un 
extranjero a quien se obligue a salir del territorio, 
en virtud de un decreto de expulsión, no puede 


quedar exenta de cumplir, para con su marido, las 


obligaciones que su estado civil le impone, y debe 


ser forzada a seguir a su esposo, si éste se lo exige. 


El ejercicio del derecho político de expulsión, ejer- 
3 cido por el Presidente de la República, no puede 
producir los efectos de una sentencia de divorcio. 
limitada por un tribunal civil. 
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El expulsado no sufre modificación alguna en la 
integridad de sus derechos civiles. Lo único que 
les está vedado, es la facultad de residir personal- 
mente en el territorio argentino. Sus bienes y sus 
negocios pueden conservarse en el país, y su admi- 
nistración puede hacerse por mentores o apode- 
rados. 

Su mujer y sus hijos menores, continúan siempre 
sujetos a las disposiciones de las leyes comunes, 
que reglan el matrimonio y la patria potestad. 
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